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1. Introducción

Este es el informe final del proyecto DPE/99/06, cuyo principal objetivo es, de acuerdo con sus Términos de Referencia, “elaborar una propuesta orientada a promover la radicación de capitales extranjeros en los PMDER, en particular en proyectos de desarrollo de la oferta exportable, infraestructura física y servicios vinculados al comercio exterior”.

Por lo menos dos de estos tres países recibieron, en los últimos años, un volumen importante de inversiones directas externas (IDE), pero, de modo general, la percepción dominante en estos países es que tales flujos poco contribuyeron para la diversificación de las exportaciones y de la oferta exportable, objetivo que los PMDER vienen explícitamente persiguiendo desde hace bastante tiempo.

Lo que esta percepción sugiere, contrastada con la realidad de una entrada no despreciable de IDE en estos países, es que no hay una relación inmediata y automática entre el crecimiento de las IDE en una economía y la expansión – y sobre todo, la diversificación – de sus exportaciones. Esta constatación se aplica no solamente a los PMDER, sino incluso  a algunos de los países de la ALADI, como Brasil y Argentina, que recibieron grandes volúmenes de IDE en los años 90.

En consecuencia, si la conexión entre, por un lado, los flujos de IDE y, por otro, el crecimiento y la diversificación de las exportaciones no es, en general, automática, debe ser inducida y fomentada por las políticas públicas. El objeto de este proyecto trae implícita la hipótesis de que los flujos de IDE pueden beneficiar a las exportaciones en el caso de que se dirijan a la oferta de (i) bienes exportables, (ii) servicios de infraestructura física y (iii) servicios de apoyo a las exportaciones. En realidad, impactos positivos sobre las exportaciones y, en especial, sobre su diversificación no se derivan automáticamente de ninguno de estos flujos. Así, por ejemplo, las IDE pueden dirigirse a sectores tradicionales de exportación y, en este caso, aumentarán la oferta exportable, pero estarán contribuyendo para la concentración de la pauta en pocos productos y no para su diversificación. Por otro lado, los impactos sobre las ventas externas de las inversiones externas en servicios de infraestructura o en servicios de apoyo a la exportación dependerán, en buena medida, de las condiciones en que tales servicios sean ofertados por sus operadores (los inversionistas externos), condiciones que –a la vez- dependerán del marco regulador que rige la oferta privada de estos servicios. Por ejemplo, es posible imaginar que inversiones externas en estas áreas puedan mejorar las condiciones de exportación de las grandes firmas tradicionalmente exportadoras, pero simultáneamente afectar las exportaciones de pequeñas firmas o simplemente no tener ningún efecto positivo sobre las ventas externas de los exportadores nuevos o de menor porte.

En consecuencia, en los tres casos, la generación de los efectos positivos deseados y la maximización de éstos para el país receptor depende de las políticas públicas, no solamente en el área de atracción de inversiones, sino también en el área de apoyo a las exportaciones y a los servicios de apoyo requeridos por ellas, así como de la regulación de la licitación en servicios de infraestructura y en otros sectores de servicios.

O sea, el objeto de este proyecto abarca temas que remiten a diversas problemáticas de política. En la sección 2 de este informe se busca identificar los principales desafíos de la política que se relacionan con el objeto de este trabajo. En la sección 3 se sintetizan las principales características de los flujos de IDE recibidos por los países de América Latina en los años 90, explicitando sus determinantes y su lógica de ubicación, así como la participación de los PMDER en estos flujos. En la sección 4 se describen y comentan los principales elementos de las políticas de promoción de exportación y de IDE, así como las políticas que impactan a los flujos de IDE para los servicios  de infraestructura y de apoyo a las exportaciones en los PMDER.

En la sección 5, estas políticas son evaluadas críticamente a la luz del imperativo de ampliar y diversificar la oferta exportable, presentándose las principales recomendaciones del trabajo, con miras a concretar sus objetivos. Concluyendo el trabajo, una corta sección 6, presenta algunos comentarios finales.

2. Flujos de IDE e impactos sobre la oferta exportable: algunas consideraciones sobre los desafíos de la política.

 Como vimos, el tema central de este proyecto es promover la articulación entre la política de atracción de inversiones externas y el objetivo de ampliar y diversificar las exportaciones. En realidad, los PMDER persiguen, desde hace algunos años, el objetivo de la diversificación de sus ventas externas, pero sus esfuerzos en esta área se vieron comprometidos (i) por la limitada oferta exportable, (II) por el carácter incipiente  de una comunidad empresarial nacional, dinámica e innovadora, capaz de incurrir en los riesgos y costos de estrategias de entrada en nuevos mercados y (iii) por las dificultades de los gobiernos de estos países para ofrecer a los potenciales agentes de este proceso, condiciones que reduzcan los riesgos y costos asociados a estrategias innovadoras en exportación.

La constatación de estas dificultades y el crecimiento de las inversiones directas externas en América Latina, en los últimos años, sugieren la posibilidad de que tales flujos puedan contribuir a la superación de aquellos obstáculos en los PMDER. En realidad, dada la baja densidad empresarial endógena en estos países – dotada de cultura exportadora y dispuesta a incurrir en riesgos y costos de la exportación – es difícil imaginar que los objetivos de aumento y diversificación de la oferta exportable puedan ser alcanzados sin que se agreguen a la economía nacional nuevos actores (nuevas empresas y nuevos empresarios) cuya meta central sea exportar. Los flujos de IDE son percibidos en los PMDER  como el vector a través del cual estos nuevos actores de adentran en la economía.

Por un lado, las IDE dirigidas a la oferta exportadora pueden tener un impacto inmediato sobre el perfil de las ventas externas del país, siempre que se orienten hacia nuevos sectores. En caso contrario, pueden incluso aumentar la oferta exportable, pero lo harán reforzando la concentración de las exportaciones en algunos pocos productos. Por otro lado, las IDE dirigidas a la infraestructura y a los servicios de apoyo a las ventas externas pueden contribuir a mitigar los costos y riesgos asociados a la diversificación de las exportaciones en los que incurrieron los agentes potenciales de la diversificación. O sea, este tipo de inversiones tendría, en relación con la estrategia de diversificación, funciones anteriormente atribuidas al Estado.  

2.1  Areas y desafíos de política: definiendo los contornos del objeto del Proyecto

Las áreas de política abarcadas en el objetivo de este trabajo son las siguientes:

· atracción de IDE;

· políticas de apoyo a la diversificación de las exportaciones;

· políticas de privatización y concesión de servicios de infraestructura;

· regulación de la oferta de servicios de infraestructura y otros servicios con impactos sobre las exportaciones; y

· políticas de apoyo al desarrollo de servicios a la exportación.

Consideradas estas áreas de política pública a la luz del objetivo de articular la atracción de IDE a la diversificación de las exportaciones de los PMDER, los principales desafíos a enfrentar son los siguientes:

· Dar continuidad a la reforma del régimen de inversiones en estos países, profundizando lo que se denomina, en el caso de las políticas de atracción de IDE, “las reformas de segunda generación”.

· Conceder a la política de apoyo a las exportaciones y, sobre todo, a la diversificación de exportaciones un status de prioridad central en la estrategia de desarrollo: para atraer IDE dirigidas a exportaciones, los PMDER deben ser percibidos como economías en que los principales incentivos económicos a la actividad empresarial están orientados hacia las exportaciones. Son medidas compatibles con esta directriz: el establecimiento del régimen de libre comercio para los exportadores directos e indirectos, la facilitación radical de los negocios y trámites de exportación, la oferta de crédito en condiciones favorables para las ventas externas y las inversiones volcadas hacia las exportaciones, y la negociación de acuerdos comerciales que aseguren a los exportadores condiciones privilegiadas de acceso a grandes mercados externos.

· Crear un ambiente regulador y jurídico favorable a las inversiones privadas externas, inclusive en servicios de infraestructura: programas de privatización, de capitalización o de concesión de servicios públicos han desempeñado un importante papel en este sentido en América Latina. Este ambiente hace tanto a la fase de atracción de inversiones como al período en que los inversores privados operan los servicios públicos y abarca la protección de los derechos del inversor y el cumplimiento de los contratos durante todo su período de vigencia  (generalmente largos en estos sectores). Pero es importante tener claro que, desde el punto de vista del objetivo principal de este proyecto, es fundamental que haya un equilibrio entre los intereses de los inversores y de los productores de bienes y servicios, especialmente en el sector exportador. En ese sentido es básico que los esquemas privados de gestión de estos servicios generen aumentos de productividad significativos y que tales incrementos sean, al menos parcialmente, transferidos a los usuarios. En este caso, lo esencial es que tales reglas estén previstas claramente en los contratos de concesión y privatización y que los países instrumenten políticas de licitación capaces de cohibir  prácticas anticompetitivas de las grandes empresas.

· En el área de servicios a la exportación hay diversos desafíos de política, dado que los sectores que prestan tales servicios son heterogéneos. Sintéticamente, puede considerarse que hay cuatro tipos de servicios (ALADI, 1996): (i) servicios financieros (financiamientos y seguros), (ii) servicios de apoyo a la producción, desarrollo de productos, ingeniería de diseño y proceso, control de calidad, certificación, asesoría técnica, etc.), (iii) servicios comerciales (información, asesoría, etc.), y (iv) servicios de capacitación en comercio exterior. En los PMDER existe una especie de círculo vicioso que dificulta el desarrollo de servicios privados en varios de estos campos. De hecho, el desarrollo de la oferta de servicios privados depende de la existencia de demanda capaz de sustentar la existencia de estas actividades. Sin embargo, tal demanda, en general, no existe en países menos desarrollados o se concentra en algunas pocas grandes empresas. La concentración de la oferta exportable en pocos productos y la baja difusión de una cultura empresarial de contratación externa de servicios dificultan el desarrollo de la demanda por aquellos servicios. No por casualidad, en varios países en desarrollo, muchos de estos servicios eran suministrados por entes estatales o públicos. En muchos casos, el retiro del Estado de estas actividades dejó un vacío: empresas privadas solamente actúan en estas áreas de forma altamente selectiva, buscando atraer la demanda de grandes clientes. Por lo tanto, el “modelo de mercado puro” no constituye una alternativa viable para el desarrollo de servicios privados a la exportación en los PMDER, correspondiendo al Estado adoptar políticas activas para solucionar las fallas de mercado existentes en estas áreas. De manera general, estas políticas deben, a través de mecanismos de apoyo, de subsidios y marcos reguladores adecuados, buscar fomentar el desarrollo del mercado de servicios a la exportación, especialmente de aquellos servicios cuya prioridad para la diversificación de la oferta exportable haya sido identificada (ver, para el caso de Bolivia, un excelente estudio sobre el tema, en ALADI, 1996). Sin embargo, no se debe dejar de considerar a priori la hipótesis de que la oferta de ciertos tipos de servicios, cruciales para la exportación, pueda ser hecha, por lo menos en parte, por órganos públicos. Este parece ser el caso de servicios de financiamiento a las exportaciones y a las inversiones, relacionados con éstas, en los PMDER.  

2.2    El núcleo del objeto: atracción de IDE y ampliación y diversificación de la oferta exportable

Aunque el objeto del trabajo abarque esta amplia gama de áreas de política pública, su tema central se relaciona con el aporte potencial de las IDE para el aumento y la diversificación de la oferta exportable, a través de los canales de la inversión en la producción, en la provisión de la infraestructura física y en la oferta de servicios dirigidos a la exportación.

Los PMDER son países de pequeño mercado doméstico, y su capacidad para atraer inversiones extranjeras parece, en principio, relacionada con la disponibilidad de materias primas comercializables internacionalmente, con la posibilidad de acceso a los mercados vecinos de gran porte o a los mercados regionales y a la venta de activos y empresas pertenecientes al Estado. En consecuencia, la excepción del caso en que las empresas privatizadas se encuentran en sectores productores de bienes no transables, la atracción relativa de estas economías  para el inversor extranjero se vincula al potencial exportador de la inversión, considerada en sí misma, pero también en comparación con alternativas de ubicación del proyecto en otras economías con características semejantes.

En general, en el caso en que el acceso a las materias primas y recursos naturales (petróleo, gas, minería) para exportación es el objetivo del inversor extranjero, la escala de la inversión y los actores empresariales involucrados son de gran porte y la estrategia corporativa es de alcance mundial. En este caso, la decisión de invertir parece poco sensible a las políticas de promoción de inversiones. Con respecto a las exportaciones, los inversores externos tienen sus propios canales de comercialización, estructura de logística y mecanismos internos que aseguran un flujo permanente de ventas externas, también de forma razonablemente autónoma en relación a las políticas de apoyo a las exportaciones. En general, es correcto afirmar que este tipo de inversión depende esencialmente de condiciones políticas y macroeconómicas favorables, además de un régimen de IDE liberal que proteja a las inversiones.

Aun así, en ciertas condiciones, y dada la competencia entre los países en desarrollo para atraer inversiones externas, algunos de estos países han montado esquemas específicos de atracción y de apoyo a la inversión motivada por el acceso a fuentes de materias primas y de recursos naturales, como la minería, además de revisar sus reglamentos sectoriales específicos. Además, como  las inversiones en gas y petróleo en Bolivia han demostrado, este tipo de inversión se puede revelar bastante sensible a condiciones favorables de acceso a mercados vecinos mayores, propiciadas por esquemas de integración y programas comunes de desarrollo de infraestructura. De cualquier manera, es cierto que, para  estas inversiones, la articulación entre la inversión y la exportación es –dadas ciertas condiciones generales- automática y endógena a la estrategia de las empresas. Ella puede ser, sin embargo, maximizada por acuerdos de integración y por políticas y regulaciones sectoriales, con algún componente de incentivo. 

Es en el caso de inversiones en actividades de transformación manufacturera que el tema de la articulación entre inversiones y exportación deja de ser automático y dirigido en buena parte por la propia empresa inversora. Esta distinción es relevante porque, en general, los esfuerzos de diversificación de las exportaciones en general abarcan precisamente estas actividades.

Dado el pequeño tamaño de los mercados de los PMDER y la competencia entre las economías pequeñas en el Continente para captar IDE, la atracción de inversiones externas en estas actividades depende, antes que nada, de la existencia, en estos países, de condiciones económicas, normativas e institucionales extremadamente favorables a las exportaciones. Estas condiciones abarcan tanto el marco macro-económico como las políticas que reduzcan drásticamente el sesgo antiexportador vigente en estas economías: incentivos a las exportaciones, condiciones infra-estructurales (físicas y de servicios) favorables a las exportaciones, facilitación de las operaciones de exportación, etc.  Abarcan también acuerdos que aseguren el acceso en condiciones privilegiadas a los mercados de los países vecinos.

Si las condiciones prevalecientes en una de estas economías no incentivaran a las exportaciones, difícilmente ella podría atraer inversiones externas en  sectores manufactureros, ya que la lógica de la inversión en estos sectores en economías pequeñas corresponde precisamente a una combinación de tres factores: (i) beneficiarse de ciertas ventajas comparativas de la economía (mano de obra barata y de buena calidad, por ejemplo); (ii) montar una base de producción volcada hacia la exportación y operando dentro de redes de producción y comercialización internacional que requieren agilidad y rapidez; y (iii) colocar, en grandes mercados, su producción, beneficiándose de ventajas arancelarias y no arancelarias. Esta fue la lógica de las inversiones externas en diversos países del Caribe y de América Central en el período reciente.

Por lo tanto, un ambiente favorable a las ventas externas y una política adecuada de apoyo a las exportaciones son, en estas economías, prerrequisitos para cualquier estrategia de atracción de inversiones externas. Si no se atiende este requisito, los esfuerzos de promoción de IDE en economías pequeñas difícilmente obtendrán éxito.

Sin embargo, una política adecuada de fomento a las exportaciones es una condición necesaria, aunque no suficiente, para la atracción de inversiones volcadas para la exportación. De hecho, esta consideración sugiere que a aquella política debe estar articulada  una estrategia de atracción de inversiones diseñada para determinados sectores productivos y para determinados tipos de actores empresariales, probablemente empresas de porte menor que el de las transnacionales, actuando en los sectores de commodities (petróleo, gas, etc.). Además, la atracción de este tipo de IDE requiere, muchas veces, más que el establecimiento de un régimen liberal de tratamiento de estas inversiones. Restricciones administrativas, procedimientos burocráticos, falta de seguridad jurídica, conflictos entre normas y legislaciones (nacionales y subnacionales, inclusive) generan elevados costos de transacción para los inversores, especialmente aquéllos de menor porte y cuyas actividades les permiten escoger entre diferentes opciones de ubicación.

En consecuencia, más allá de las políticas de atracción de IDE, llamadas de primera generación –caracterizadas por el establecimiento de un régimen liberal de IDE, por la firma de acuerdos bilaterales de protección y promoción de inversiones, por el marketing del país y por el montaje de agencias de promoción de inversiones– las políticas de segunda generación incluyen objetivos más focalizados, en términos de sectores y tipos de actores apuntados, no descartan a priori la utilización de incentivos y mecanismos públicos de apoyo, prevén la concesión de atención especial a los obstáculos y restricciones que sobreviven aun después del cambio del régimen de IDE y buscan  maximizar, para el país,  los beneficios de las IDE (UNCTAD, 1999a).   

3.   Los flujos de Inversiones Directas Externas para América Latina en los años 90: la posición de los PMDER

En los años 90, las IDE volvieron a América Latina (CEPAL, 1998). En 1990, los países de la ALADI recibieron inversiones líquidas equivalentes a US$ 7,3 miles de millones, 35% correspondiente a México y 25% a la Argentina. En aquel año, los tres PMDER recibieron inversiones externas equivalentes a US$ 269 millones líquidos, o sea, 3,7% del total de IDE dirigido hacia los países de la ALADI. En 1992 y 1993, las IDE en los países de la ALADI ya alcanzaban un tope medio anual de US$ 13 mil millones, aún fuertemente concentrados en México (24%, en 1993) y Argentina (25,5% en el mismo año). Entre los PMDER, las IDE cambiaron de tope en Ecuador, aproximándose a los US$ 500 millones/año, en 1993, pero manteniéndose algo por encima de los US$ 100 millones en los otros dos países. A partir de 1994 y de 1995, los números totales de IDE en los países de la ALADI se “disparan” con el crecimiento de los flujos dirigidos a las tres mayores economías del grupo, pero sobre todo al Brasil, hasta entonces poco contemplado por las inversiones externas. De esa manera, en 1997, el Brasil lideraba el ranking de los países de la ALADI, en términos de recepción de IDE: US$ 19,6 mil millones, o sea, 1/3 de las IDE totales recibidos por los países de la ALADI en el año. México y Argentina lo seguían, con US$ 12,8 mil millones y US$ 8,1 mil millones, respectivamente, mientras que Chile, Colombia y Venezuela recibían poco más de US$ 5 mil millones cada uno. En cuanto a los PMDER, el ingreso de IDE también cambió el tope, aunque los flujos de entrada estuviesen situados en niveles mucho más bajos: US$ 731 millones para Bolivia, US$ 577millones para Ecuador y US$ 240 millones para Paraguay. En conjunto, los tres PMDER recibieron un poco más de US$ 1,5 mil millones en IDE, en el año 1997, o sea 2,6% del total recibido por los países de la ALADI.

En 1998 y 1999, las tasas de crecimiento de los flujos de IDE dirigidos a los países de la ALADI se redujeron bastante, impactadas por el deterioro de la economía internacional y por las dificultades brasileñas. Solamente en 1999 los PMDER sienten esta reducción, visto que en 1998, los tres países recibieron en conjunto cerca de US$ 1,9 mil millones, o sea 3% del total de ingresos de IDE en la ALADI. En realidad, este dato de desempeño de los PMDER encubre dos comportamientos diferentes: por un lado, el crecimiento de los flujos hacia Bolivia y Ecuador (alcanzando más de US$ 800 millones/año, en cada país) y la reducción en el caso del Paraguay (a US$ 195 millones).

La concentración (76%, en 1998) de las IDE dirigidos a los países de la ALADI en las tres mayores economías se origina básicamente en tres factores: en primer lugar, éstas ya eran, antes del actual ciclo de inversiones, las economías de la ALADI que tenían mayor stock de IDE y son las que tienen parques industriales complejos y razonablemente integrados.  Por lo tanto, se beneficiaron del hecho de que buena parte de las IDE hechas en esta década puede atribuirse a empresas que ya tenían inversiones en esta región. Los efectos de este primer factor podrían no haber sido muy importantes en el caso de que no hubiesen actuado otros dos factores determinantes de la concentración de inversiones en las tres grandes economías de la ALADI. Los dos factores que maximizan el impacto del primero son (i) el hecho de que buena parte de las inversiones haya sido determinada por el objetivo de acceso a los mercados domésticos de gran porte, lo que vale principalmente para las IDE recibidas por el Brasil y por la Argentina, inclusive en los sectores de servicios, pero también para las inversiones externas en ciertos sectores de la economía mexicana, como la agroindustria, y por las inversiones en servicios; y (ii) el hecho de que el otro gran determinante de la ubicación de las IDE fue la búsqueda de la eficiencia, a través del montaje de los sistemas productivos transnacionales, abarcando, en general, el país de la matriz y los países en que se ubican las plantas subsidiarias. Esta lógica determinó las inversiones automovilísticas y electrónicas en México y en el Caribe, así como la implantación de emprendimientos en el sector de confecciones en el Caribe, México y América Central.  

Por lo tanto, en cuanto a la lógica de aprovechar las “economías de aglomeración” generadas por las inversiones hechas en fases anteriores, y el objetivo de tener acceso a los grandes mercados domésticos nacionales o regionales beneficiaron a los tres países, la búsqueda de la eficiencia fue una estrategia corporativa que favoreció principalmente a México y, en segundo lugar, al Caribe y a América Central. 

La lógica de acceso a las fuentes de materias primas también desempeñó un papel relevante, aunque secundario, en la dinámica del ciclo de IDE que marcó a América Latina en los años 90. En algunos casos, como en el de petróleo y gas bolivianos, esta lógica actuó junto con el objetivo de acceso a grandes mercados regionales.

Aunque las lógicas de localización que estuvieron por detrás del reciente ciclo de IDE en América Latina no fueran a priori adecuadas para beneficiar a los PMDER, el hecho es que estos tres países solamente registraron, entre 1990 y 1998, una pequeña caída en su participación en los flujos de IDE totales recibidos por los países de la ALADI. Como se observó, esta participación cayó del 3,7% en 1990 al 3% en 1998. 

En realidad, el desempeño de los PMDER es bastante heterogéneo, a la luz del indicador general de participación en los flujos de IDE dirigidos hacia los países de la ALADI. Bolivia tiene por cierto el mejor desempeño entre estos países: de acuerdo con los datos de la CEPAL, su participación pasa del 0,9% en 1990 al 1,4% en 1998. Ecuador registra una pequeña caída en su participación, del 1,7 al 1,3%, mientras que el Paraguay ya no respondía, en 1998, más que del 0,3% de las IDE ingresadas en ALADI, contra el 1,0% en 1990.

Gran parte de las IDE recibidas por los PMDER en los años 90 se dirigía hacia los sectores productores de materias primas (petróleo, en Bolivia y Ecuador, y gas, en Bolivia) y de bienes agroindustriales  (soja, en Bolivia y Paraguay, y banana, en Ecuador), además de sectores de servicios como los financieros (en los tres países), los comerciales y de transporte, los de telecomunicaciones y, en el caso de Bolivia, el de la energía eléctrica. El análisis de este perfil de IDE revela que estas inversiones no se guiaron por las dos macrológicas que determinaron el volumen y la ubicación de los grandes flujos de IDE recibidos por América Latina en los años 90.

De manera general, las inversiones dirigidas a los PMDER no se insertan en las lógicas de acceso a grandes mercados domésticos o regionales o de montaje de sistemas integrados internacionalmente de producción de manufacturas. Fueron dictadas, más bien, por lógicas de acceso a las materias primas y de acceso a pequeños mercados domésticos de servicios financieros, de telecomunicaciones, etc. . Una notable excepción aquí son las inversiones en gas y petróleo en Bolivia, donde la lógica de acceso a las materias primas está sobredeterminada por el objetivo de ofertarlas en los grandes mercados del MERCOSUR y, en especial, en el Brasil.

Esta dificultad para insertarse en las dos grandes lógicas que guiaron la localización de las IDE en América Latina ciertamente explica, en buena medida, por qué los flujos de inversión externa a los PMDER no satisficieron las expectativas de los policy-makers  de estos países. Sin duda, no es fácil superar esta dificultad: los requisitos para insertarse en las dos macrológicas abarcan características geográficas y de conformación histórica que tienden a favorecer economías mayores y más desarrolladas en la región.

Sin embargo, esta dificultad traduce también fallas de política y de governance , o sea, la incapacidad de estos países para posicionarse frente a las economías también pequeñas y relativamente poco desarrolladas, como candidatos fuertes a inversiones determinadas por las dos macrológicas identificadas o inclusive para crear el marco regulador que les permitirá atraer inversiones en sectores donde no hay competencia entre localizaciones alternativas (es el caso de servicios de infraestructura, por ejemplo). Si los ingresos de IDE fueron particularmente elevados en Bolivia y  Perú en los últimos años, este hecho ciertamente remite a la capacidad que tuvieron estos países para diseñar e implantar programas amplios de privatización en el área de servicios de infraestructura. Si países del Caribe y de América Central fueron capaces de atraer IDE según la lógica de inserción en las redes internacionales de producción manufacturera (Pérez y Mortimore, 1997; Buitelaar, Padilla y Urrutia, 1999), a través, muchas veces, de regímenes de maquila o de zonas  de proceso de exportación, no queda duda de que, detrás de este éxito se encuentran mecanismos ágiles de apoyo a las exportaciones y, más aún, la construcción de un consenso político de alto nivel sobre el papel de las exportaciones y de las IDE en la estrategia de desarrollo de estas economías pequeñas.

Inclusive en cuanto a la lógica de acceso a las materias primas, en que los activos propuestos son inmóviles -lo cual limita la competencia entre países para atraer inversiones- es importante tener en cuenta que la competencia por la atracción de IDE se intensificó en los últimos años con el descubrimiento de nuevos campos y yacimientos, la revisión, en diversos países, del marco regulador sectorial de inversiones y el establecimiento de esquemas especiales de incentivo a las inversiones en estos sectores. El caso de la minería es claro y la competencia entre los países de América del Sur por la atracción de inversiones externas en esta área fue una constante en los años 90. Por lo tanto, ahí también, fallas de política y de governance pueden haber desempeñado un papel no despreciable, al limitar la capacidad de atracción de IDE por los PMDER y al colocar a estos países en posición  desfavorable en la competencia por atraer tales inversiones.

En síntesis, evaluada a la luz de los grandes números, la participación de los PMDER en los flujos de IDE recibidos por los países de la ALADI en los últimos años no causaría mayores preocupaciones. Frente a un impresionante crecimiento de los flujos, dirigidos principalmente a las grandes economías de la región, estos países lograron prácticamente mantener, en 1998, los niveles de participación en el total del IDE ingresado en la ALADI, registrado en 1990, mientras que, en el caso de Bolivia, esta participación aumentó. Sin embargo, si es verdad que las lógicas que estuvieron detrás de la ubicación de estos flujos tenderían “naturalmente” a generar una concentración de las inversiones en grandes economías, no hay duda de que los PMDER estuvieron lejos de conseguir maximizar su potencial de atracción de inversiones.

Algún éxito se obtuvo en el área de productos primarios, especialmente en Bolivia, en que el MERCOSUR hizo viable una articulación entre las lógicas de búsqueda de acceso a materias primas y de acceso a grandes mercados. Además, como ya se observó, la soja y la banana  recibieron algunas inversiones externas importantes. Tanto en el caso de los productos de origen mineral como en el de los agrícolas, las IDE generaron nuevos flujos de exportación, pero sus impactos, en términos de diversificación de la pauta de las ventas externas, fueron bastante limitados. En servicios, la realización del potencial de inversiones estuvo bastante abajo de lo esperado: en el Ecuador y en el Paraguay, los procesos de privatización y de concesión de servicios prácticamente aún no comenzaron. Puede suponerse que, una vez iniciados, estos países podrán atraer un volumen no despreciable de IDE, tal como ocurrió en el proceso de capitalización de las empresas públicas de infraestructura en Bolivia.

Es, sin embargo, en el sector de manufacturas donde se concentran las dificultades de los PMDER para atraer inversiones externas. Como es de las inversiones en estas actividades que puede esperarse algún impacto sobre la diversificación de las exportaciones, se entiende que los obstáculos encontrados en esta área se traduzcan inmediatamente en dificultades para avanzar en la consecución del objetivo de diversificar la oferta exportable.

4.   Exportaciones e IDE en los PMDER: desempeño y políticas  

En esta sección se describen y comentan las principales características y tendencias (i) del desempeño de las exportaciones de los PMDER y de los flujos de inversiones recibidos por estos países en los últimos años y (ii) de las políticas implantadas por los PMDER en las áreas de desarrollo de las exportaciones y de atracción de IDE. No se pretende hacer una descripción exhaustiva de estas características y tendencias, comentadas cuidadosamente en algunos documentos elaborados por instituciones nacionales de estos países (Banco Central del Paraguay, 1999; CORPEI, 1999; CPROBOL, 1999, entre otros) y por entidades multilaterales (OMC), 1999 y 1997; FIAS (Foreign Investment Advisory Service del Banco Mundial), 1998; UNCTAD, 1999b). El objetivo es solamente resaltar las características y tendencias más importantes, en la medida en que constituyen el marco de referencia para una evaluación crítica de la situación actual y para la formulación de propuestas y recomendaciones de política.

4.1. Bolivia

Las exportaciones de Bolivia están concentradas en productos primarios, de origen agrícola y mineral. La industria extractiva mineral respondía, en 1998, por el 47,3% de la pauta, destacándose los minerales (zinc, plata y oro, principalmente) con el 32% de la pauta exportadora y los combustibles (petróleo y gas) con el 8,6%. Entre los productos de origen agrícola, los productos de la cadena de la soja (granos, tortas y harinas, aceites vegetales) son los más importantes, representando el 21,4% de las exportaciones totales del país en 1998; se registran también exportaciones importantes de castaña, azúcar, madera y algodón, entre otros. Los productos industrializados constituyen el 13,5% de la pauta, destacándose las confecciones, joyas de oro, productos químicos y semimanufacturados de madera.

Las exportaciones bolivianas presentaron un bajo dinamismo a lo largo de la década de los 90. De hecho, ellas se mantuvieron prácticamente estancadas entre 1990 y 1998, aunque hayan aumentado entre 1992 y 1997. En 1998, el valor total exportado era casi el 2% menor que en 1995. Tanto en 1998  como en 1999, las exportaciones vienen registrando una caída, lo que se explica fundamentalmente por las reducciones en los precios internacionales de los productos primarios exportados (petróleo, gas y agrícolas, entre otros). En 1998, por ejemplo, los precios de exportación cayeron un promedio del 18%, mientras que los volúmenes crecieron 7%. Este bajo dinamismo, junto con el crecimiento de las exportaciones, explica la ampliación del déficit comercial, que en 1997 representó el 47% del valor de las ventas externas del país. 

Durante los años 90 se observó una razonable diversificación de las exportaciones: reducción del peso de la industria extractiva mineral en la pauta y crecimiento de los productos agrícolas y de algunas manufacturas (madera, cuero, joyas, confecciones). Con el comienzo de la operación del gasoducto Bolivia-Brasil y las nuevas inversiones en curso en los sectores del petróleo y del gas, los hidrocarburos deben recuperar una posición en la pauta exportadora de Bolivia.

En los últimos años, las  IDE tuvieron un gran crecimiento en Bolivia. Pasaron de US$ 130 millones, en 1993, a US$ 872 millones, en 1998. En el origen de este crecimiento se encuentran dos procesos: el primero, y más importante, abarca  la capitalización y privatización de las empresas estatales (telecomunicaciones, energía eléctrica, petróleo y gas, entre otras). El segundo, respecto a la entrada de inversiones externas en servicios, especialmente en el área financiera. En consecuencia, las IDE  en hidrocarburos respondieron por el 47,2% de las inversiones externas totales, en el período 1993/1998, mientras que el comercio y los servicios representaron el 34,7% de este total. En realidad,  a partir de 1996 se incrementan significativamente las IDE en estos dos sectores. Por ejemplo, en 1998, la participación de los hidrocarburos del comercio y servicios en las IDE totales fue del 58,5 y 35,5%, respectivamente.

Un resultado importante de esta tendencia es que los flujos de IDE dirigidos hacia la industria y la agroindustria no solamente perdieron participación en el total de estos flujos; también se redujeron en términos absolutos entre 1993 y 1998. En realidad, las IDE en estos sectores crecieron bastante entre 1993 y 1996 (de US$ 21 millones a US$ 71,5 millones), impulsados en parte por la privatización de unidades de producción, retrayéndose fuertemente enseguida. En 1998, este valor no llegaba a US$ 16 millones.

El aporte de las IDE al crecimiento económico de Bolivia, en la presente década, fue creciente. En 1993, las IDE representaban el 29,1% de las inversiones privadas y el 2,2% del PIB. En 1996, estas participaciones ya alcanzaban el 67,4 y el 6,0%, respectivamente, llegando,  en 1998, al 85,5 y 10,4%. Adicionalmente, en 1998, las IDE respondían por el  57% de las inversiones totales en el país. Queda claro, por estos datos, que las IDE constituyeron el principal vector de dinamismo de la economía, contrastando con el estancamiento de las inversiones públicas y con la caída de las inversiones privadas domésticas. Además, el peso de las IDE en la economía boliviana ciertamente supera el registrado en la gran mayoría de las economías latinoamericanas, inclusive en aquellas que lideran el ranking  de los países receptores de estas inversiones.

Las exportaciones de productos agrícolas se dirigen, casi en el 80% del total, hacia los países de América del Sur. Este mercado recibe aún la totalidad de las exportaciones de gas natural y una parte importante de las exportaciones de los productos transformados de soja (tortas, aceites), madera y derivados y otras manufacturas. La Unión Europea es el principal destino de los minerales y de los metales de plata y oro, mientras que los países del NAFTA se destacan como mercado de petróleo, estaño, joyas de oro, madera y derivados, además de confecciones.

Los flujos de IDE para Bolivia se originan principalmente en los EUA (39,2% en el período 1993/1998) y en la Argentina (13%). Chile, Canadá y algunos países de la Unión Europea, como Italia, Holanda y España, forman un segundo bloque de países inversores. Brasil responde solamente por el 3,8% de los flujos de IDE para Bolivia, pero esta participación probablemente crecerá en 1999, con la adquisición, por PETROBRAS, de refinerías privatizadas.

En el área de política de exportación, Bolivia se encuentra preparando una ley de exportación. Esta ley prevé, entre otras cosas, dar más agilidad a los trámites y eliminar el monopolio de los despachantes de aduana.

Hoy, Bolivia busca asegurar una neutralidad tributaria a las exportaciones y tiene en operación dos regímenes especiales de importación temporaria de bienes con vistas a la incorporación en productos exportados: el RITEX y el drawback. Estos objetivos son parcialmente comprometidos por problemas administrativos que demoran la devolución de los impuestos domésticos en la exportación y la vigencia, en la operación del RITEX, de mecanismos poco ágiles.

Además, la política contempla el régimen de Zonas Francas industriales. De acuerdo con las entrevistas realizadas, este programa no avanzó: falta infraestructura, servicios, hay competencia con las industrias domésticas informales y hay conflictos jurídicos de interpretación sobre la exención de impuestos.

No hay sistema de financiación pública a la exportación: los créditos son operados por la banca privada, lo que es considerado adecuado para las grandes firmas exportadoras, pero problemático para las empresas de menor porte.

En 1992 se creó el sistema Ventanilla Única de Exportación (SIVEX), para facilitar los negocios de los exportadores. Sin embargo, un documento del Gobierno constata que hay trámites (certificados sanitarios, exámenes, etc.) que se realizan en otras reparticiones, frustrando en parte el objetivo del SIVEX.

El diseño de la política de exportación es atribución del Viceministerio de Exportaciones. Sin embargo, la implantación del programa de apoyo a la exportación requiere una actuación coordinada con otros órganos públicos, cuya competencia es regular y controlar la actividad de determinados sectores exportadores o con potencial de ventas externas. La ejecución de la política de promoción de exportaciones es hoy atribuida al CPROBOL, que depende del Ministerio de Comercio Exterior e Inversión (MCEI) y sucede al INPEX. CPROBOL actúa en la promoción de inversiones y de exportaciones simultáneamente, pero carece de recursos financieros para desarrollar sus actividades.

Bolivia tiene una estrategia bastante agresiva de negociación de acuerdos comerciales, siendo miembro de la Comunidad Andina, asociada al MERCOSUR, con el que tiene un acuerdo de libre comercio, y mantiene amplios acuerdos de liberalización con Chile, Perú y México.

El Viceministerio de las Exportaciones elaboró recientemente un documento definiendo una estrategia de exportaciones y de programas de promoción, cuyos principales objetivos son aumentar la producción para la exportación y la participación de las mismas en el total, así como dar mayor valor agregado a las exportaciones de los diferentes sectores. La priorización de los sectores debería ser instrumentada para informar la negociación de acuerdos comerciales, los programas de promoción de exportaciones y de inversiones y el desarrollo de inversión pública en infraestructura. Las estrategias sectoriales deberían, en esta concepción, incluir: marco normativo, infraestructura y entorno sectorial competitivo, proceso productivo (capacidad productiva y necesidad de adaptación, nuevas inversiones, inclusive IDE), promoción comercial y alianzas con comercializadoras externas.

Esta propuesta prevé, como “acción complementaria” de la política propuesta, el desarrollo de servicios destinados a la exportación, suministrados tanto por el sector público como por empresas y entidades privadas. La propuesta tiene como objetivos, en esta área, mejorar la calidad de los servicios ofrecidos y fomentar el desarrollo de otros servicios provenientes del sector privado, de tal forma que, “en el mediano plazo, el exportador pueda concentrarse casi exclusivamente en producir y exportar, dejando las otras actividades conexas para otras instancias”. Sin embargo, no se definen los medios e instrumentos para alcanzar estos objetivos, aunque se puede suponer que los servicios a la exportación sean llamados a desempeñar un papel muy importante en la implantación de las estrategias sectoriales de exportación  propuestas para los sectores y productos seleccionados. De hecho, el diseño de estas estrategias contemplan, en infraestructura y actividades relacionadas, así como en acciones volcadas para el proceso productivo, una serie de medidas que se pueden caracterizar como servicios a la exportación: financiamiento, creación de centros tecnológicos y de esquemas de certificación, capacitación en comercio exterior, en calidad, en diseño y en embalaje, etc. .

En el área de política para las inversiones directas externas, el régimen adoptado por Bolivia es bastante liberal y la tendencia de política apunta al sentido de una mayor liberalización. Hay muy pocas restricciones sectoriales a las IDE, habiéndose citado en una entrevista la exigencia de joint venture  con empresas nacionales en el sector de la construcción. Además, Bolivia no aplica ninguna medida clasificable como TRIM –trade-related investment measure por el Acuerdo de la OMC. La Superintendencia encargada de la regulación de los sectores infraestructurales –que recibieron muchas inversiones externas a partir del programa de capitalización- debe aprobar tales inversiones, pero esta exigencia no parece constituir una barrera u obstáculo a la entrada de las empresas extranjeras en el mercado boliviano.

Bolivia abandonó, esencialmente por razones macroeconómicas, las políticas de incentivo que impliquen un sacrificio fiscal. Recientemente, a fin de atraer inversiones externas para el sector de minería, el Gobierno propuso montar un nuevo régimen de incentivos sectoriales, por el que serían ofrecidas ventajas fiscales a los inversores, que se comprometerían a aplicar por lo menos parte de los recursos generados por la renuncia fiscal en proyectos de infraestructura, generadores de beneficios para la economía local.

Aparentemente, los principales problemas confrontados por los inversores externos no implican el régimen general de IDE, sino asuntos relacionados a (i) conflictos entre legislaciones de diferentes niveles (ii) dificultades administrativas y burocráticas para instalarse y operar en el país, y (iii) inseguridad jurídica, además de la corrupción e ineficiencia del sector público.

Estos problemas, reportados también por el informe de la OMC (1999) y del consultor de la UNCTAD (1999b), afectan más a los inversores externos de menor porte que a los grandes inversores. Además, perjudican a los inversores domésticos, dado que estas restricciones y obstáculos no tienen nada que ver con la discriminación contra  firmas extranjeras.

Además, los inversores que participaron del programa de capitalización se refirieron, en entrevistas, a la falta de continuidad de las políticas, la politización de los temas sectoriales en su área de actuación, a la falta de cultura reguladora moderna y al incumplimiento del marco legal postcapitalización, que ya estaría generando impactos negativos sobre las inversiones previstas en la capitalización, y sobre la evaluación del país como destino de nuevas inversiones, en contraste con otros países (Chile y Argentina, por ejemplo).

Intentando superar, por lo menos en parte, estos problemas, Bolivia ha sido bastante activa en el área de acuerdos bilaterales de protección y promoción de inversiones. Estos acuerdos prevén, en caso de controversia entre el inversor y el Estado boliviano, el recurso al arbitraje internacional.

Aun en esta área de política, el estudio realizado por el consultor de la UNCTAD (1999b) presentó recientemente recomendaciones para el establecimiento de una estrategia nacional de promoción de inversiones. El primer requisito para que tal estratega pueda ser implantada abarca, según el consultor, “el fortalecimiento de la institución encargada de la promoción de inversiones”, o sea, de la CPROBOL, tanto en términos técnicos y financieros como de posición en el marco institucional en que son tratados, en Bolivia, los temas de las inversiones externas. El documento de la UNCTAD define la estructura requerida por la CPROBOL para desempeñar su misión, define los sectores y países de origen prioritarios para la atracción de IDE y establece un plan de acción para la institución, dentro del cual los programas sectoriales de promoción de inversiones deberían tener un papel protagónico.

En el área de la infraestructura física, Bolivia privatizó, esencialmente a través de su programa de capitalización, las empresas de telecomunicaciones de larga distancia, las empresas generadoras y distribuidoras de energía, de transporte ferroviario y aéreo, además de aeropuertos. Están en una lista para privatizar o en proceso de privatización 25 empresas (almacenaje y distribución de combustibles, aguas, cooperativas telefónicas, etc.). Este proceso ya está generando impactos directos sobre las exportaciones a través del incremento de las ventas externas de gas y petróleo. La continuidad de las inversiones en estos dos sectores asegura que tal tendencia deberá mantenerse en los próximos años. En el sector de transporte ferroviario, los impactos son heterogéneos: en el trecho occidental de la vía férrea, ésta se encontraría con baja actividad, fruto principalmente de la competencia del transporte carretero.

En el área del transporte carretero, el Gobierno prepara, con base en la Ley de Concesiones y Obras Públicas, la concesión a  empresas privadas de la operación de ciertos trechos y, en especial, de corredores de exportación.
4.2. Ecuador

Entre 1990 y 1997, el crecimiento de las exportaciones totales del Ecuador fue del 93,3%. En 1990, los productos tradicionales representaban el 41% del total (correspondiendo a la banana el 17,9% y al camarón el 12,3%); el petróleo y sus derivados respondían por el 52,1% y los productos no tradicionales representaban  el 6,8% del total, siendo  el 5,4% productos industrializados.

En 1997, la participación de los productos tradicionales en la pauta de exportación  aumentó, alcanzando el 48,7%, gracias esencialmente a la banana (25,2%) y al camarón (16,8%). Los productos no tradicionales también registraron un marcado crecimiento de su presencia, habiendo llegado al 21,7% del total, siendo el 14,5% de los productos industrializados. O sea, los productos no tradicionales representaron el polo más dinámico de las exportaciones ecuatorianas entre 1990 y 1997, habiendo crecido 514% en el período (433% para los industrializados), lo que demuestra un proceso razonablemente exitoso de la diversificación exportadora. Esto es principalmente verdadero si se considera la diversificación de las exportaciones en relación al peso anterior del que disponía en la pauta las ventas externas de petróleo y sus derivados. De hecho, en el período, estos últimos experimentaron una fuerte caída de participación, pasando a representar, en 1997, apenas el 29,6% del total exportado por el país.

Los más destacados entre los productos no tradicionales industrializados, en este período, fueron los vehículos, las manufacturas de metales, los enlatados de pescado, las manufacturas textiles y de confecciones, los jugos y concentrados de frutas, las manufacturas de cuero, plástico y caucho. Según las informaciones obtenidas en el país, el dinamismo de las exportaciones de los productos no tradicionales se vincula, por lo menos en parte, a las ventas realizadas a los países vecinos y, en especial, a dos de los socios del Ecuador en la Comunidad Andina, Colombia y Venezuela. Entre los primarios no tradicionales, los destacados fueron: flores, madera y otros productos.

Entre 1997 y 1999, las exportaciones ecuatorianas caen en términos absolutos. La caída fue particularmente intensa entre 1997 y 1998, cuando las ventas externas del país se redujeron en 21,3%. En el primer semestre de 1999, la contracción de las exportaciones se mantuvo, pero la reducción observada en relación al primer semestre del año anterior fue del 5%. La caída del precio del aceite redujo las exportaciones de petróleo y derivados en casi el 39%, mientras que el fenómeno de El Niño se encargaba de impactar negativamente sobre las exportaciones de productos tradicionales y de primarios no tradicionales. Solamente los productos no tradicionales industrializados consiguieron mantener una tasa positiva de crecimiento, pero ésta fue bastante baja y concentrada en enlatados de pescado y en manufacturas de metal.

Las exportaciones ecuatorianas son bastante concentradas, en términos microeconómicos. Según informaciones obtenidas en entrevistas en el país, cerca de 50 empresas controlarían más de la mitad de las exportaciones no petroleras. De manera general, se entiende que hay una necesidad de inversión y de modernización del sector exportador y que nuevas inversiones externas son necesarias para alcanzar ese objetivo, considerando los actuales límites cuantitativos y cualitativos de la oferta exportable y  la baja densidad empresarial del país.

Los flujos de IDE contribuyeron en forma importante a las inversiones totales realizadas en el Ecuador, aunque este hecho refleje, antes que nada, el bajo dinamismo de las inversiones domésticas y la tasa global de inversión de la economía ecuatoriana. Por lo tanto, en 1996, el 54% de las inversiones totales en el Ecuador es atribuible a los flujos de IDE y desde 1993 las IDE superan el componente doméstico de la inversión total. El petróleo constituye el principal sector de destino de los flujos de IDE: para el conjunto de la década del 90 (1990 a 1998), este sector responde por el 77,3% de las IDE ingresadas en el país, distribuyéndose el restante 22,7% entre todos los demás sectores de la economía.

En lo referente a la IDE no petrolera, los sectores de servicios respondieron por el 42,5% de los flujos en la década, destacándose los servicios financieros (21,3%), transporte, almacenamiento y comunicaciones (10,8%) y comercio, restaurantes y hoteles (8,9%). Los sectores manufactureros recibieron el 49,5% de la IDE no petrolera entre 1990 y 1998, destacándose los productos alimenticios, bebidas y tabacos (17,1%), productos químicos derivados del petróleo, plástico y caucho (14,1%) y la fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipos (6,3%). En los últimos años se registra una gran concentración de la IDE no petrolera en los sectores de servicios. De hecho, en 1997/1998, los servicios respondieron por el 61,8% de la IDE no petrolera, habiendo recibido los sectores manufactureros en este bienio cerca de 1/3 de estos flujos.

La IDE no petrolera recibida por el  Ecuador en los años 90 se originó, principalmente, en los EUA (21%) y en los países de América Central y el Caribe, en que se instala la banca privada off shore,  como Bahamas, Islas Vírgenes y Panamá. Cuatro países de Europa Central (Suiza, Inglaterra, Alemania y Holanda) responden juntos por casi ¼ de las IDE no petroleras, mientras que los países de la CAN (Colombia mayoritariamente) representaron el 4,3% de este total y los demás miembros de la ALADI, el 2,9%. La presencia de inversores de Asia-Pacífico  es prácticamente inexistente en el Ecuador.

En el área de la política de exportación, el marco legal e institucional es definido por la Ley de Comercio Exterior y de Inversiones, de junio de 1997, que prevé el establecimiento del Consejo de Comercio Exterior y de Inversiones (COMEXI), con representación de órganos públicos y entidades privadas, cuyo objetivo central es la formulación de las políticas de comercio exterior, de inversiones y de negociaciones internacionales. De acuerdo con la Ley, el Ministerio de Comercio Exterior, Industrialización y Pesca  (MICIP) es el órgano ejecutor de la política de comercio y de inversiones del país, siendo la promoción no financiera de las exportaciones y de las inversiones directas una atribución operativa del Sistema Ecuatoriano de Promoción Externa, integrado por la  Corporación de Promoción de Exportaciones e Inversiones (CORPEI ), creada por la propia Ley  y su red externa, el Servicio Comercial y la colaboración del Servicio Exterior.  El Directorio de la CORPEI también reúne a representantes de órganos públicos y privados y la Ley define las fuentes de financiación de la Corporación, que incluyen aportes presupuestales y de fondos no reembolsables de organismos internacionales, ingresos por contratos y recursos generados por el cobro de cuotas redimibles sobre el valor FOB de las exportaciones e importaciones. En lo referente a la promoción financiera de las exportaciones, la Ley prevé que sean adoptadas las “medidas que tornen factible el establecimiento de un mecanismo de seguro de crédito a la exportación”. En diciembre de 1997 se adopta el Estatuto de la CORPEI, que comienza a actuar en abril de 1998, centrando sus actividades en el área de promoción de exportaciones.  El montaje de un área de promoción de inversiones estaba progresando en octubre de 1999.

De acuerdo con las informaciones obtenidas en la misión realizada al Ecuador, el COMEXI no estaría actuando como un órgano de formulación de política de exportación, aunque esté activo en la formación de un Grupo de Negociadores Permanentes del país. Aparentemente, el marco legal creado por la Ley de Comercio Exterior y de Inversiones no es considerado suficiente para que el país se considere dotado de una política efectiva de apoyo a las exportaciones.

Por un lado, si el órgano formulador no desempeña activamente sus funciones, los objetivos establecidos en la legislación no se transforman en políticas efectivas, con instrumentos y medios definidos. Por otro lado, la propia incipiencia de la actuación del órgano ejecutor de la política de promoción, la CORPEI, sugiere que el proceso de implementación de las políticas en esta área tiende a no ser inmediato.

En 1996, la Federación de los Exportadores del Ecuador (FEDEXPORT), preparó el Mapa Estratégico del Sector Exportador, identificando puntos fuertes y débiles, amenazas y oportunidades para las exportaciones del país. Entre los puntos débiles cabe destacar:

· la inexistencia de política nacional de fomento de las exportaciones;

· la oferta insuficiente y las condiciones desfavorables para la inversión productiva;

· la insuficiencia de capital y de infraestructura; y

· la falta de cultura de concertación. 

Como se constata, estas debilidades se relacionan (i) con la inexistencia de incentivos económicos para invertir y para exportar, y (ii) con la falta de políticas y de mecanismos institucionales (de concertación, por ejemplo) que induzcan a la difusión de una cultura exportadora en las empresas y en el Estado. En el mismo documento se registra entre las amenazas para el sector exportador ecuatoriano la mayor competitividad para atraer capital demostrada por otros países, inclusive países vecinos, y la competencia, en los mercados internacionales de nuevos países productores. En la evaluación empresarial, estas amenazas están altamente inter-relacionadas con tres debilidades mayores en el área de políticas: la inexistencia de una política de fomento de las exportaciones, las carencias de infraestructura y la falta de planeamiento global y sectorial.

En cuanto a los instrumentos de política, el financiamiento a las exportaciones es asegurado por la banca privada, a través de recursos propios y de recursos repasados por la Corporación Financiera Nacional (CFN), que se transformó en un banco de segundo nivel. La financiación a las exportaciones con recursos de la CFN se dirige principalmente, entre 96 y 98, al sector agropecuario, a la pesca, al camarón y a la elaboración de alimentos. Enseguida vienen la madera y los textiles.

De manera general, se entiende que los recursos de financiamiento a las exportaciones se destinan a grandes firmas exportadoras de productos tradicionales, no llegando, al menos en condiciones competitivas, a las demás empresas. La crisis financiera por la que pasó el país en los últimos años, ciertamente no facilitó las cosas en esta área y se acentuó el racionamiento del crédito para las empresas de menor porte.

En cuanto al seguro de crédito a la exportación, la CFN intentó montar una empresa con un grupo colombiano, destinó recursos para ello en su presupuesto, pero la negociación no avanzó.

Como los otros dos PMDER, el Ecuador también tiene legislación de Zonas Francas industriales y, tal como se observa en Bolivia y Paraguay, el programa no tuvo éxito. De acuerdo con las informaciones obtenidas en la CORPEI, los factores que impiden el desarrollo de las Zonas Francas Industriales en el país son la falta de financiamiento, la presencia de desincentivos  que, para las empresas, compensan negativamente la concesión de incentivos, y la vigencia de un modelo inadecuado de la concesión del desarrollo de las Zonas Francas.  La CORPEI estaría realizando contactos con una empresa costarricense de desarrollo de Zonas Francas, a fin de obtener asistencia para el perfeccionamiento del instrumento en el Ecuador.

Por otro lado, se encuentra en curso, en el MICIP, la ejecución de un proyecto de cooperación técnica con recursos del Banco Mundial, para lograr la modernización y la reorganización operativa del Ministerio (capacitación, automatización de los procedimientos de draw back, etc.) y la promoción de un expresivo crecimiento de las exportaciones del país, a través de programas de fortalecimiento del aprendizaje y de la innovación empresarial (especialmente entre las pequeñas empresas) y del apoyo a la mejoría de la calidad y productividad del sector exportador.

En síntesis, en el área de la política de exportación, el país parece dotado de un marco legal adecuado y así como de un instrumento específico de promoción de las ventas externas (y de las inversiones). Estas iniciativas no parecen haber sido, al menos por ahora, capaces de crear condiciones más favorables para que se cumplan los objetivos de aumentar las exportaciones y de diversificar la oferta exportable. Hay una serie de deficiencias a nivel de los instrumentos de apoyo, de tal forma que, a pesar de los esfuerzos realizados, el sector exportador se refiere a la inexistencia de una política de fomento a las exportaciones. Hay una fuerte carencia de financiamiento, los trámites burocráticos para la operación de las ventas externas y de regímenes especiales de importación son largos, hay serias dificultades en el área de infraestructura y de información comercial y la cultura exportadora es poco diseminada entre los sectores público y privado.

En el área de la política de IDE, el marco legal está constituido por la Ley de Comercio Exterior y de Inversiones y por la Ley de Promoción y de Garantía de las Inversiones, aprobada en diciembre de 1997. Esta Ley sustituye al esquema de protección y control de las IDE por el objetivo de promover inversiones, previendo igualdad de tratamiento para los inversores nacionales y extranjeros, ratificando la libertad de repatriación de divisas para los inversores extranjeros y afirmando la importancia de la suscripción de convenios de protección de inversiones y de acuerdos para evitar la doble tributación. Además, se levantan las restricciones a las IDE en los sectores de pesca y de transporte aéreo y se da libertad para que el inversor extranjero recurra al sistema financiero nacional.

En el plano institucional, las acciones de promoción son atribuidas, por la Ley de Comercio Exterior y de Inversiones, a CORPEI y la formulación de políticas queda a cargo del COMEXI.

De acuerdo con un documento de CORPEI (1999), subsiste en la legislación vigente en el país alguna ambigüedad, en términos de tratamiento nacional a la IDE, en los sectores considerados estratégicos, reservados al Estado: generación y comercialización de energía, explotación de petróleo, telecomunicaciones, etc. . Además, el marco legal aplicable a ciertos sectores y temas como la minería, el turismo, el desarrollo de Zonas Francas, la concesión pública, requiere algún perfeccionamiento.

Sin embargo, se reconoce que el régimen de IDE es, en general, bastante liberal y no representa en sí mismo un obstáculo a la atracción de nuevos flujos de IDE. De acuerdo con CORPEI, los obstáculos a la inversión externa –y, en gran medida, también a la inversión doméstica- abarcan las dificultades de los trámites, desde los de aduana hasta los de constitución de las empresas, la presencia de la corrupción, la aplicación de leyes generales, como el Código de Trabajo, el Código de Comercio, etc.,  la inseguridad jurídica y el permanente cambio en las reglas de juego económicas.

Este marco desestimula la inversión externa, a pesar del régimen liberal existente, perturbando la promoción de inversiones. En el área específica de promoción, el documento de la CORPEI, citado anteriormente, propone la adopción de una estrategia volcada principalmente a diversificar el destino sectorial de los flujos de IDE y los países de origen de las mismas. La política operativa propuesta para la corporación incluye la atención prioritaria al desarrollo de inversiones orientadas a generar exportaciones y a la creación o fortalecimiento de la infraestructura requerida por el comercio internacional. El programa de acción define países y sectores prioritarios para el trabajo de promoción y prevé, para los sectores seleccionados, programas integrales de promoción ante los países y empresas con mayor potencial para ofrecer inversiones.

En el área de políticas para la infraestructura física y de servicios, el Ecuador no dispone de una Ley General de Privatización, que se encuentra en trámite en el Congreso. Hasta el momento,  la única privatización realizada abarcó la empresa aérea ecuatoriana. El país no cuenta tampoco con una Ley de Concesiones Públicas.

De manera general, se reconoce que las carencias infraestructurales y los problemas de ineficiencia o falta de oferta de servicios a la exportación reducen las ganancias potenciales de acceso al mercado y de los acuerdos de integración.

El sector eléctrico es el más avanzado en la privatización: constitución de sociedades anónimas de distribución, de generación y una de transmisión. Está previsto transferir al sector privado el 39% de las acciones, más el control. En las telecomunicaciones ya se constituyeron dos sociedades anónimas para transferir el 35% y la operación al sector privado.

4.3. Paraguay

Si se excluye de las estadísticas de exportación del Paraguay el ítem  “Varios”,  que incluye el comercio no registrado, llaman la atención dos características del desempeño exportador del país en la década del 90:

· Por un lado, el bajo dinamismo de las ventas externas. Entre 1990 y 1997, las exportaciones crecieron apenas el 15,3%, cayendo 10%, entre 1997 y 1998. En consecuencia, entre 1990 y 1998, el crecimiento acumulado fue apenas del  3,8%, lo que equivale a un estancamiento de las ventas externas del país; y

· Por otro, el gran cambio en la composición sectorial de la pauta de exportación en la década de 90. El trazo distintivo de este cambio es el hecho de que ella refleja desempeños fuertemente contrastantes de algunos sectores exportadores de peso. En algunos de estos sectores, lo que caracteriza el desempeño de las exportaciones es esencialmente la volatilidad, sin que se identifique una clara  tendencia de crecimiento o de caída. El resultado agregado de estos desempeños, tomados los años 1990 y 1998 como referencia, es el cambio en la composición de la pauta: en 1990, fibras de algodón, aceites esenciales, café y yerba mate y productos de carne bovina respondían juntos por el 55,5% de la pauta. En 1998, la participación conjunta de estos sectores en la pauta había caído para apenas un 15,8%. En compensación, los productos de la cadena de la soja (granos, tortas, harinas y aceites), madera, tabaco y azúcar, que en 1990 respondían juntos por el 38,1% de las ventas externas, pasan, en 1998, a representar el 76% del total. Se destacan en este grupo los sectores de la soja, responsables, en 1990  del 33% y, en 1998 del 63,3% de las exportaciones.

Otra característica relevante del desempeño exportador del Paraguay, en esta década, es el peso creciente de sus socios del MERCOSUR como destino de las ventas externas del país. Esta participación ya era elevada en 1990, cuando llegaba casi al 40%, pero crece en la década, llegando, en 1998, a cerca del 50% de las exportaciones totales.

Hay, por lo tanto, una tendencia a la concentración geográfica de las exportaciones y en términos de  composición sectorial, no es posible identificar un movimiento claro de diversificación, pareciendo más bien que algunos productos de peso están siendo sustituidos por otros en la pauta exportadora. Entre los principales productos de la pauta, el dinamismo de la cadena soja y de azúcar contrasta con la caída de las ventas de fibras de algodón y carne bovina. Entre los productos secundarios en la pauta, tuvieron un desempeño dinámico en la década el tabaco y maderas, en contraste con cueros, aceites esenciales, café y yerba mate, etc. .

Este desempeño exportador reflejaría, según varios entrevistados, una baja capacidad de oferta exportable y de transformación industrial, identificada como el principal obstáculo al crecimiento y a la diversificación sustentada de las exportaciones paraguayas. Los principales grupos empresariales locales actúan en importación, comercio y construcción, habiendo escasa participación en las actividades potencialmente generadoras de exportación.

Además, son muchas las dificultades administrativas y burocráticas para exportar y los sectores con potencial competitivo no consiguen obtener financiación y, por lo tanto, carecen de aliento para sostener el crecimiento de sus exportaciones. En el Paraguay, la oferta de financiación para la importación y el consumo es abundante y barata, contrastando con las dificultades para obtener recursos financieros destinados a las inversiones productivas y a la exportación.

Los flujos de inversión directos extranjeros estuvieron en el Paraguay, en niveles bastante inferiores a los registrados en los otros dos PMDER, en los últimos años. De acuerdo con datos de PROPARAGUAY, estos flujos alcanzaron US$ 211 millones, en 1996, US$ 165 millones, en 1997 y US$ 256 millones, en 1998. La participación de las IDE en la inversión total es bastante elevada: estuvo en un entorno del 1/3 del total en 1996 y 1997, pasando en 1998 a representar el 45% de las inversiones totales. Esta elevada participación debe, antes que nada, ser atribuida al desempeño de la inversión nacional, que permaneció virtualmente estancada- a pesar de algunas oscilaciones, entre 1994 y 1998.

En términos de países de origen de los flujos, para los años 1995 a 1997, se destacan los EUA y el Brasil, con el 20,1 y 19,6% del total, respectivamente. Chile responde por cerca del 10% de estos flujos, correspondiendo a Argentina y Uruguay el 5,5 y 4,4%, respectivamente. Entre los países de la Unión Europea, están presentes Gran Bretaña, con 8,3%, Holanda con 7,6% y Alemania, con 4,4%.

Las inversiones oriundas de los EEUU se dirigen, en los últimos años, principalmente a las telecomunicaciones y al sector agropecuario, y las provenientes del Brasil buscaron los sectores productivos de alimentos, tabaco, etc. y los servicios financieros.

En términos sectoriales, los flujos de IDE se concentraban, en 1995, en el sector secundario, que recibía el 62% del total (alimentos, tabacos, etc., respondiendo por  el 40%), y en el terciario, que respondía por el 31% del total. En 1996, creció la participación del terciario, que llegó al 56% del total, gracias a las inversiones externas en los servicios financieros y el comercio, y cae fuertemente la del secundario. En 1997, creció la participación del sector primario (33%), el sector terciario responde por el 42% (sobresalen los servicios financieros) y el secundario por el 25%.

En el área de política de exportación ya se observaron las dificultades existentes en el área de financiamiento y de trámites administrativos. Además de la carencia de recursos financieros para las inversiones y la exportación, tampoco hay, en el Paraguay, un mecanismo de seguro de crédito a las ventas externas. Sin embargo, las exportaciones están exentas de tributación, a través del régimen de devolución del crédito fiscal al exportador, y existe un régimen de admisión temporal como en los demás PMDER.

En 1991, en el meollo de un conjunto de reformas estructurales, se creó una institución pública volcada hacia la promoción de las exportaciones no tradicionales y de las inversiones directas externas: PROPARAGUAY. La entidad dependía simultáneamente del Ministerio de Relaciones Exteriores (MRE) y del Ministerio de Industria y Comercio (MIC), situación que se mantuvo hasta 1999, cuando PROPARAGUAY se vinculó exclusivamente con el MRE.

Hoy en día, PROPARAGUAY enfrenta una fuerte limitación presupuestal para el ejercicio de sus actividades. Además, existen conflictos de competencia entre el órgano y las entidades del MIC en lo que se refiere a las acciones domésticas de fomento y promoción ante la oferta exportable. Aparentemente, no hay en la actualidad ningún tipo de coordinación entre PROPARAGUAY y los órganos del MIC en esta área.

Los esfuerzos de promoción de exportaciones actualmente realizados se concentran en el desarrollo de la oferta exportable, cuyas carencias cualitativas y cuantitativas fueron identificadas como el principal factor limitador del crecimiento y de la diversificación de las ventas externas. De esta manera, a comienzos de 1999, PROPARAGUAY realizó una evaluación de los sectores productivos, con vistas a seleccionar 50 productos prioritarios para la promoción de las exportaciones y de IDE. Además, están en proceso de negociación acuerdos sectoriales de competitividad en los sectores del cuero, textil de algodón, frutihortícola  y de oleaginosas. Dada la fragilidad  del relacionamiento intraindustrial en el país, la negociación de estos acuerdos muchas veces pone en evidencia la existencia de gaps en las cadenas productivas y, por lo tanto, de oportunidades de nuevas inversiones.

En el área de política de inversiones externas, el régimen paraguayo es bastante liberal, concediendo un tratamiento nacional al capital extranjero (Ley 117/91). Entre 1989 y 1992, una serie de reformas abrió la economía paraguaya al mundo, adoptó un sistema de cambio libre, plena libertad de movimiento de capitales y definió un marco legal de privatización y de inversiones bastante favorable para la iniciativa privada y no discriminatoria del capital extranjero. No hay restricciones a la reexportación de capitales y a la salida de divisas y lucros  de las empresas extranjeras.

El Paraguay tiene leyes que definen un régimen de incentivos fiscales para las inversiones, sean nacionales o extranjeras. Las dos piezas legales más importantes son la Ley 60/90, que concede exoneración fiscal a las inversiones, y la Ley 1064/97, de la Industria Maquiladora de Exportación, inspirada en la legislación equivalente adoptada por México, y que vincula la exoneración impositiva concedida a las inversiones e importaciones de las empresas que actúan bajo este régimen a la exportación de los productos generados en el país a partir de los insumos, equipos y servicios importados.

Las principales restricciones sectoriales al ingreso de capitales externos son de orden constitucional: de hecho, la Constitución del país reserva al Estado los hidrocarburos y los recursos minerales, aunque admite la concesión a personas públicas o privadas, nacionales o extranjeras, del derecho de prospección, explotación, etc. de yacimientos minerales en el país. Además, la legislación vigente restringe la entrada de capitales extranjeros en telecomunicaciones, transporte marítimo, servicios financieros y construcción de obras públicas.

Paraguay firmó con 20 países acuerdos bilaterales de protección y promoción de inversiones, entre 1992 y 1998, además de dos acuerdos bilaterales para evitar la doble tributación, así como de los protocolos de protección de inversiones y del Acuerdo sobre Comercio de Servicios firmados en el marco del MERCOSUR.

Aún en el área de protección de las inversiones, Paraguay firmó un convenio con el Centro Internacional para la Solución de Divergencias (CIADI), surgidas entre los Estados y nacionales de otros Estados, ratificado por ley en 1982, firmó el convenio constitutivo del organismo Multilateral de Garantía de Inversiones (MIGA), en 1991; y el Acuerdo de Garantía de Inversiones de la Overseas Private Investment Corporation (OPIC), de los EE.UU,  también en 1992. Estos convenios contribuyen a reducir los riesgos no comerciales de los inversores externos y crean, para éstos, alternativas internacionales de solución de litigios con el Gobierno del país huésped de la inversión.

A pesar de este marco legal y regulador bastante favorable a la inversión externa, se reconoce que los inversores aún enfrentan muchas dificultades, relacionadas con los requerimientos administrativos, trabas burocráticas, demora y corrupción. Además, la falta de continuidad administrativa, la falta de seguridad jurídica y la indefinición en política económica a largo plazo alejan las inversiones (externas y domésticas), en la medida en que les dan poca seguridad sobre las reglas de juego e incentivan el desarrollo de actividades económicas informales.

A estos factores, se pueden agregar las carencias de infraestructura, la falta de financiamiento adecuado a las inversiones y a la producción y el limitado incentivo que el MERCOSUR representó para la economía productiva del país y para sus exportaciones (Banco Central del Paraguay, 1999). En realidad, buena parte de los problemas para atraer IDE, especialmente de las empresas de mediano y pequeño porte, son problemas para inversiones domésticas también.

En la promoción de las IDE, PROPARAGUAY sólo trata con un inversor en la fase de pre-radicación, suministrándole informaciones sobre el marco legal, sobre las etapas a cumplir para registrar las inversiones y tener acceso a los incentivos, etc. En función de la carencia de recursos, este órgano actúa más en promoción de exportación que de inversiones. En realidad, de acuerdo con informaciones obtenidas en entrevistas, el tema de promoción de inversiones quedó prácticamente paralizado en los últimos dos años, en función de la prioridad concedida a la promoción de exportaciones, de la falta de recursos y de la indefinición de las competencias: el asunto fue retirado de la responsabilidad de PROPARAGUAY, volviendo al órgano seis meses más tarde. Nítidamente las dificultades de comando y coordinación en el sector público comprometen la implementación y la gestión de las políticas en esta área.

En el área de política con impactos sobre los servicios de infraestructura física, la Ley 126/91 estableció el Régimen de Privatización de las Empresas del Estado, declarando sujetas a privatización cinco empresas, tres de las cuales actúan en transporte. Tres de las empresas registradas en 1991 fueron privatizadas, pero –de acuerdo con las entrevistas realizadas- problemas en el proceso de privatización generaron rechazo de la sociedad en cuanto al tema.

Este hecho y la situación política complicada del país en los últimos años dificultaron la continuidad del proceso de privatización. En consecuencia, no existe marco regulador en las actividades pasibles de recibir inversiones, como la telefonía fija. Los servicios de telefonía celular son privados, ofrecidos por tres empresas diferentes.

Hay una Ley de Concesiones de Obras Públicas en el Congreso desde 1994/1995. Aun cuando no se apruebe la Ley, hay proyectos de concesión de obras públicas con base en contratos de concesión.

5.   Evaluación de las políticas en curso y recomendaciones

Como observamos en la sección anterior, la idea de que los PMDER quedaran al margen de los flujos de IDE dirigidas hacia los países de la ALADI en los años 90 merece ser calificada. En realidad, la participación de los PMDER en los flujos recibidos por los países de la ALADI experimenta una pequeña caída en el transcurso de la década, pero esta caída está principalmente vinculada al desempeño del Paraguay. En el Ecuador, las inversiones externas fueron importantes en el sector petrolero, principalmente, y en Bolivia las inversiones en gas están permitiendo el desarrollo de un nuevo sector orientado a las exportaciones.

En los últimos años creció la participación, ya elevada, de las IDE en las inversiones totales hechas en los PMDER, pudiendo existir la hipótesis de que uno de los principales factores restrictivos al crecimiento de los flujos de inversiones externas para estos países sea la existencia de elevados desestímulos económicos a la inversión y a la producción en general, lo que produjo una fuerte retracción de las inversiones privadas de capitales domésticos.

Por lo tanto, en términos de volumen de inversiones y de aporte al dinamismo de las economías de los PMDER, difícilmente puede imaginarse, para los flujos de IDE dirigidas a estos países, resultados en la década del 90 muy superiores a los registrados anteriormente. Tanto más que, como se destacó en la sección 3, las lógicas que guiaron la ubicación de las inversiones externas en América Latina de los años 90 tenderían “naturalmente” a beneficiar a las economías mayores  y con estructuras industriales consolidadas y más complejas.

Sin embargo, es posible afirmar que los PMDER estuvieron lejos de maximizar su potencial de atracción de inversiones externas orientadas hacia los sectores exportadores no tradicionales o prestadores directos e indirectos de servicios a la exportación. Esto es particularmente verdadero para el Ecuador y el Paraguay. Visto bajo este ángulo, el desempeño de los PMDER en la atracción de IDE no puede ni debe ser comparado con el de las grandes economías latinoamericanas, pero sí con los resultados obtenidos por algunos de los países de América Central y del Caribe, cuyas características económicas guardan cierta semejanza con las de los PMDER. Esta comparación pondría en evidencia las dificultades enfrentadas por los PMDER para posicionarse, frente a las economías, también pequeñas y relativamente poco desarrolladas, como candidatos fuertes a inversiones determinadas por las dos macrológicas de localización identificadas o inclusive para crear el marco regulador que les permitiría atraer inversiones en sectores donde no hay competencia entre ubicaciones alternativas (es el caso de servicios de infraestructura, por ejemplo).

Si los ingresos de IDE en el sector manufacturero fueron particularmente importantes en varios países pequeños de América Latina, en los últimos años, este hecho ciertamente remite a la capacidad que tuvieron estos países para diseñar e implementar mecanismos ágiles de apoyo a las exportaciones y, más aún, a la construcción de un consenso político de alto nivel sobre el papel de las exportaciones y de la IDE en la estrategia de desarrollo de estas economías.

En este sentido, aunque la idea de que los PMDER quedaran al margen del ciclo reciente de inversiones externas no corresponda a la realidad, es correcta la percepción de que fue pequeño el aporte de estos flujos de IDE a la diversificación de las exportaciones y a la ampliación y mejora de la oferta de servicios a la exportación (infraestructurales o no).  Más aún, también es correcta la visión de que este aporte podría haber sido mayor en el caso en que los PMDER hubieran sido capaces de llenar ciertas condiciones económicas, políticas e institucionales y de implementar determinadas estrategias en áreas clave para la atracción de inversiones externas.

Como se observó en la década del 90, los resultados de los esfuerzos de diversificación de las exportaciones en los PMDER fueron frustrantes, excepto en el caso del Ecuador. En aquel país se definió una clara tendencia a la consolidación de nuevos sectores exportadores (el sector de flores, que es el ejemplo más conocido), aún cuando esta tendencia ciertamente fue maximizada, en términos de datos estadísticos, por el efecto de la caída del precio del petróleo, principal ítem de exportación del país. En el caso de este país, son escasos los vínculos entre inversores externos y la diversificación de las exportaciones. En Bolivia, los resultados positivos se concentran en hidrocarburos, siendo atribuibles a las inversiones externas y son incipientes en las áreas agroindustriales y de manufactura. Y en el Paraguay, no se puede hablar de diversificación del área exportadora, y sí de la sustitución de algunos productos y sectores por otros en cuestión.

Por lo tanto, en términos de desempeño de las exportaciones y de los flujos de IDE, los PMDER sobresalen más bien por el bajo dinamismo de sus ventas externas y sus esfuerzos para diversificar las exportaciones que por un ingreso insuficiente de inversiones externas. Es innegable, sin embargo, que, excepto el gas boliviano y el petróleo ecuatoriano, fueron muy limitados los flujos de IDE  que contribuyeron a aumentar las exportaciones de los PMDER. Por otro lado, aunque Bolivia haya atraído importantes capitales externos a sus sectores de infraestructura y a pesar de que los tres PMDER hayan recibido importantes inversiones extranjeras en sectores de servicios -importantes para los exportadores- como el financiero, no hay, hasta el momento, ninguna evidencia de que esas inversiones hayan producido, para los exportadores de bienes, ningún beneficio, en términos de aumento de la oferta de servicios, abaratamiento de los costos de estos, etc. .

En consecuencia, hubo una muy limitada diversificación de las exportaciones, pero este proceso incipiente tiene poco que ver con los expresivos flujos de IDE recibidas por los PMDER en los años 90. La articulación, en términos de políticas públicas, entre los objetivos de diversificar las exportaciones y de maximizar la atracción de inversiones orientadas hacia la economía exportadora de estos países, aún está por producirse.  Ella depende, fundamentalmente, de un conjunto de políticas y de medidas volcadas hacia:

· En primer lugar, crear un ambiente de negocios favorable a las inversiones privadas y a la producción local, que en estos países significa, además del mantenimiento de la estabilidad política y de las condiciones macroeconómicas adecuadas, (i) aumentar el atractivo de las actividades económicas formales vis à vis de las actividades informales,  (ii)  cohibir la importación ilegal y la competencia predatoria de ésta en relación a la producción local y (iii) dotar de previsibilidad las decisiones de inversión, a través del establecimiento de un marco institucional y regulador estable, del aumento del grado de seguridad jurídica, de la creación de mecanismos de enforcement de las reglas y de las políticas, etc. . No se trata aquí de políticas específicamente diseñadas o implementadas para atraer IDE, sino de políticas para fomentar las inversiones en general, que tendrán, como subproducto, un impacto positivo sobre el atractivo de los PMDER para las IDE;

· En segundo lugar, crear condiciones sumamente favorables a las actividades exportadoras y, en especial, a las exportaciones calificadas como no tradicionales. Estas condiciones favorables deben abarcar, entre otras, la inversión en las actividades exportadoras no tradicionales, la producción para exportación y el propio proceso de exportación. Políticas adecuadas en esta área son esenciales para aumentar el atractivo de las inversiones dirigidas a la exportación, sean ellas externas o domésticas;

· En tercer lugar, implementar una política de atracción de inversiones de segunda generación, con énfasis en la reducción de los costos de transacción para el inversor y en el establecimiento de programas de promoción focalizados, o sea, dirigidos a determinados sectores y países exportadores de capitales. En el caso de los PMDER, estas políticas de segunda generación deben ser permanentemente benchmarked  con las prácticas de los países competidores y podrían contemplar inclusive la concesión de algunos incentivos fiscales y financieros a los inversores; y

· En cuarto lugar, implementar políticas para desarrollar los sectores de servicios a la exportación en el país, en lo que se refiere tanto a los servicios de infraestructura como a los servicios específicamente ofrecidos a las empresas exportadoras. Se trata, en este caso de: (i) crear marcos reguladores adecuados a las inversiones, inclusive externas,  en estas áreas, pero atentos a la necesidad de mantener la competencia entre oferentes de servicios, (ii) instituir –cuando aún no existan- mecanismos de garantía de las inversiones y de la solución de disputas entre el inversor y el Estado; y (iii) establecer, en el caso de los servicios directamente prestados a los exportadores, mecanismos de fomento de la oferta, que pueden incluir exenciones fiscales, subsidios temporarios, etc. .

En las cuatro áreas de la política mencionada anteriormente, la eficacia de las medidas sugeridas dependerá siempre de la capacidad institucional para implementarlas. La importancia atribuida a la dimensión institucional no deriva de consideraciones teóricas, sino de la experiencia reciente de los PMDER. De hecho, independientemente de los avances obtenidos por cada uno de estos países en la adopción de leyes y reglamentos para atraer inversiones y para fomentar las exportaciones  en que se pueda considerar que, en estas áreas de política, aún hay un déficit de instrumentos de apoyo. Un trazo común a todos ellos es la deficiencia de implementación de las políticas o, más genéricamente, las fallas de governance en estas áreas de política.  La debilidad de las instituciones montadas para promover inversiones y exportaciones, el bajo grado de coordinación (cuando no, la existencia de conflictos) entre instituciones públicas y los elevados costos de transacción asociados a la exportación y a las inversiones, en función de los trámites administrativos y de los problemas de corrupción, entre otros, son ejemplos claros de este tipo de problemas.

La European Roundtable of Industrialists (1997) analiza el atractivo, para las inversiones externas, de una vasta gama de países en desarrollo, a la luz de 33 criterios que son agrupados en cinco áreas: condiciones para las IDE, macroeconomía, instituciones, sector privado local, trabajo, background sociocultural y sicológico y condiciones de vida. En el caso de los PMDER, nítidamente los mayores problemas se encuentran en los item que componen los rubros: “instituciones”, sistema legal, ineficiencia administrativa, corrupción, inestabilidad política, etc. . Secundariamente, las deficiencias de estos países están relacionadas con la poca densidad del sector privado local y, eventualmente, con el hecho de que buena parte de este sector no se dedica a actividades específicamente productivas.

Problemas de corrupción, de inseguridad jurídica, de inestabilidad de las reglas, de incumplimiento de los contratos y de la no aplicación de las leyes tienen en común el hecho de ser deficiencias de governance, cuya superación impone, antes que nada, un amplio consenso político sobre el modelo de desarrollo de los países, el papel de las exportaciones y de las IDE en este modelo y la necesidad de enfrentar los intereses (económicos y políticos) que se oponen a la consolidación de un nuevo modelo de crecimiento.

5.1  La creación de un ambiente de negocios favorable a las inversiones privadas y a la producción

Como se observó en el caso de los tres países, gran parte de los problemas enfrentados por las inversiones externas no les son específicos, pues se vinculan a la existencia, en estos países, de fuertes desestímulos a las inversiones privadas en general y a la producción local. En el Paraguay, por ejemplo, se cristalizó un modelo económico basado en el comercio de reexportación y en las importaciones y estas actividades drenan los recursos financieros y la energía empresarial disponible, dificultando sobremanera el desarrollo de otras actividades y el surgimiento de una dinámica de crecimiento apoyada en las inversiones privadas y en la producción local. En los tres países, problemas como el contrabando y la informalidad económica también desestimulan las actividades productivas legalizadas, al someterlas a condiciones de competencia altamente predatorias. Además, en los últimos años, en dos de los tres países, la situación política estuvo bastante atribulada  y en uno de ellos, Ecuador, el cuadro macroeconómico aún está marcado por fuertes componentes de incertidumbre.

Por lo tanto, en esta área, las principales recomendaciones se refieren a la consolidación de un cuadro político democrático estable y de un ambiente macroeconómico previsible. Sin embargo, más allá de estas condiciones básicas es necesario que se establezca un ambiente institucional en el que los incentivos económicos implícitos al modelo de crecimiento estén dirigidos a la inversión privada en las actividades productivas (y legales). Por supuesto, el mismo conjunto de incentivos desestimularía y hasta incluso sancionaría las actividades ligadas a modelos de desarrollo no deseables o sustentables en las actuales condiciones de competencia entre las economías nacionales.

Reformas de los sistemas político y judicial, de instituciones claves para las actividades productivas, como las Aduanas, y de las legislaciones generales aplicadas a los negocios y a las relaciones de trabajo (Código de Comercio, Ley de las Sociedades, Código de Trabajo, entre otros) tienen un importante papel a cumplir en este perfeccionamiento del cuadro y de los mecanismos de governance. En Bolivia, varias de estas reformas ya forman parte de la agenda de prioridades del Gobierno.

Sin embargo, además de estas reformas,  es importante destacar dos áreas de política, en general poco enfatizadas, que pueden dar un aporte expresivo para acelerar el desarrollo de los negocios productivos legales y de las inversiones privadas. Se trata de la política de competencia y de la política de financiamiento a las inversiones y a la producción en condiciones competitivas. Desde ya, cabe registrar que, en ambos casos, de poco valdrá definir objetivos e instrumentos de política si no se es capaz de crear las condiciones institucionales para implementar estas políticas.

La política de competencia y las instituciones que la aplican pueden tener un papel extremadamente saludable en el establecimiento de un ambiente de negocios abierto a la competencia y en la creación de incentivos para adoptar comportamientos innovadores por parte de los emprendedores. Es importante que, al alterarse las reglas que pautan los negocios y las relaciones entre los agentes económicos en un país, la competencia sustentada en bases legales (esto es entre empresas formales, legalmente constituidas y que pagan impuestos), y no predatoria (competencia con empresas informales, con el contrabando o con empresas que practican dumping), emerja como un valor básico del nuevo régimen de incentivos dentro del cual los agentes pasarán a actuar. Por otra parte, esta importancia es maximizada por el hecho de que, en general, la oferta doméstica de bienes y servicios en la mayoría de los países en desarrollo está fuertemente concentrada y los inversores externos manifiestan preferencia por los sectores donde es posible establecer posiciones  monopólicas u oligopólicas (ERT, 1997).

En lo que se refiere al crédito para inversiones, la experiencia reciente de los PMDER parece sugerir que la liberalización de los mercados financieros y la entrada de bancos extranjeros en los mercados domésticos, no han sido capaces de alterar un cuadro en que el crédito es altamente selectivo, beneficiando exclusivamente a empresas y sectores identificados por los bancos como de riesgo nulo o casi nulo. En los PMDER, las instituciones y los mecanismos públicos de financiamiento pasaron por cambios profundos. Así, en el Paraguay, los bancos de fomento pasaron por un proceso de agotamiento, ligado en gran parte a la mala calidad de sus créditos, determinada por el uso de criterios técnicamente poco rigurosos, en la decisión de asignación de recursos. En el Ecuador, la institución pública de financiamiento se transformó en un banco de segundo piso, actuando a través de una red de agentes financieros privados, que asumen el riesgo de crédito.

En todos los casos, el Estado se retiró, si no del financiamiento, por lo menos del riesgo de crédito para inversiones y exportación. No faltaron razones para esto en los países en que se tomó esta decisión. Aun así, es forzoso reconocer que la transferencia integral al mercado privado de las funciones de financiación a aquellas actividades generó nuevos problemas. En los tres países, la función de oferta de crédito a las actividades prioritarias en un nuevo régimen de crecimiento –la inversión y la exportación- dista mucho de desempeñarse en forma compatible con la prioridad requerida. 

En estos países el crédito para inversiones y exportación es altamente discriminatorio, vía precio y cantidad. Grandes empresas de sectores exportadores tradicionales no enfrentan mayores problemas, especialmente en exportación. Para las firmas que no tienen estas características el crédito para exportar es escaso y caro,  pudiendo ser virtualmente inexistente para inversiones.

En este caso la recomendación  es en el sentido de que en los PMDER los Estados examinen alternativas para superar los impasses actuales, en lo que se refiere tanto a la financiación de las inversiones como de las exportaciones (ver también la subsección 5.2, abajo). No se debe descartar la hipótesis de que los bancos públicos vuelvan a actuar como entes financieros de primer piso ante los sectores y agentes económicos priorizados por las políticas de apoyo a las exportaciones y de promoción de inversiones, para lo cual habría que fortalecer la capacidad de análisis de riesgo de crédito de estos bancos –eventualmente tercerizando de forma temporal esta función ante las empresas especializadas, mientras los propios bancos estructuran sus áreas de crédito –y el Tesoro debería crear un fondo para cubrir eventuales incumplimientos. La creación de este fondo evitaría que la situación financiera de los bancos públicos fuera “contaminada” por problemas de crédito en cuya raíz estuviera la actuación de estos bancos en nombre del Estado.  Obviamente, el modelo de gestión de este tipo de fondo debería minimizar los riesgos de utilización “política” de los recursos públicos y definir criterios y parámetros para evitar la acumulación de créditos no reembolsados. Dada la importancia de este tema y los cuidados que su tratamiento impone, se recomienda que los PMDER soliciten cooperación técnica internacional para diseñar el modelo institucional y operativo de nuevos instrumentos de financiamiento públicos a la inversión y a la exportación.

5.2  La diversificación de las exportaciones como prioridad del nuevo modelo de desarrollo

Para maximizar la atracción de inversiones externas volcadas directamente a aumentar y diversificar la oferta exportable, la condición sine qua non que deberán llenar los PMDER es que estos países se estructuren como “plataformas de exportación”. O sea, los inversores externos deben percibirlo  como una opción de implantación particularmente atractiva para proyectos volcados a la exportación. Este deberá ser, para la institución de promoción de IDE de estos países, el principal activo de la economía que será “vendido” a los potenciales inversores. Esta atractividad debe vincularse tanto a un macro-marco económico y regulador que indique la prioridad de las exportaciones en la estrategia de desarrollo del país, en cuanto a instrumentos y mecanismos específicos de política que, dotados de sesgo pro-exportador, induzcan a los productores domésticos a buscar la ampliación permanente de sus exportaciones y de sus mercados.

Concretar este objetivo no es tarea fácil para países que basaron su crecimiento en fases anteriores, en modelos de desarrollo en que la diversificación de las exportaciones no desempeñaba un papel relevante. Los casos de éxito registrados en América Latina en esta área están relacionados sobre todo con México y con algunos países de América Central (Costa Rica) y el Caribe (República Dominicana). La concreción de este cambio tiene elevados requisitos de governance: es preciso dar una elevada prioridad política al tema y traducir esta prioridad en mecanismos e instituciones de apoyo a las exportaciones y de concertación entre los agentes públicos y privados involucrados con la actividad de exportación.

En el caso de los PMDER, las deficiencias identificadas en esta área de política se relacionan a:

· Falta de consenso político en cuanto al papel central de las exportaciones y, en especial, de la diversificación de éstas en la estrategia de crecimiento de los países, dificultando el desempeño, por parte de los órganos formuladores de alto nivel, de sus funciones y comprometiendo el establecimiento de canales de interlocución entre los sectores público y privado;

· Fallas en la instrumentación de las políticas y de los mecanismos de apoyo a las exportaciones que dejan, de esta manera, de cumplir las funciones estimuladoras que se espera de ellos. Hay mecanismos de devolución de impuestos que son largos y demorados, regímenes especiales de importación burocráticos y que no llegan a asegurar a los exportadores condiciones de libre comercio en sus importaciones, etc.; y

· Carencias existentes en el elenco de instrumentos de apoyo a la exportación, siendo la principal la inexistencia de mecanismos de financiamiento de las inversiones en la oferta exportable y a las exportaciones  propiamente dichas, así como de seguro de crédito a las exportaciones.

Las principales recomendaciones de política para superar las actuales deficiencias en esta área son las siguientes:

· Instituir y garantizar el funcionamiento de órganos de concertación y coordinación de alto nivel entre los sectores público y privado, con la función de definir en forma consensual los objetivos, las grandes directrices y los principales instrumentos de la política de exportación. El COMEXI tiene en el Ecuador esta vocación, pero encuentra dificultades para su adecuado funcionamiento.  Este tipo de órgano debe expresar un consenso político de alto nivel en torno a la prioridad  que debe concederse a las exportaciones, razón por la cual, al crearlo o al ponerlo en funcionamiento, los Gobiernos deben resistir la tentación de incluir en él un número excesivo de entidades y de transformarlo en un órgano burocratizado, donde las entidades se hacen representar por funcionarios sin competencia decisoria. Este debe ser un órgano de policy-making y sus miembros deben tener autoridad y legitimidad para formular políticas, asesorados por una Secretaría Ejecutiva que deberá estar ubicada en el Viceministerio encargado de la política de exportaciones;

· Crear mecanismos de financiamiento a las inversiones dirigidas a la oferta exportable y a las exportaciones, además del seguro de crédito a las ventas externas. Para este caso son válidos los mismos comentarios y recomendaciones ya hechos en la subsección anterior con relación a las deficiencias en el sistema vigente de financiamiento a la inversión privada y a la producción local, entendiéndose, desde luego, que el financiamiento a la exportación incluye las modalidades de preembarque y de postembarque. Sin embargo, aquí deben hacerse dos calificaciones. En el caso del financiamiento a las exportaciones –o sea, a las operaciones de exportación- una alternativa a la concesión del crédito por bancos públicos sería instituir un mecanismo de ecualización de las tasas de intereses de estas financiaciones, con recursos del Tesoro y operado por un banco del Gobierno. Este mecanismo equivale al sistema existente en el Brasil –el Proex ecualización- que fue recomendado en un estudio reciente hecho para el caso del Paraguay (1997). El incentivo podría ser mayor para productos no tradicionales  que no caracterizaría necesariamente un subsidio, siempre que la tasa final para el tomador no fuera menor que la Libor. Sin embargo, este mecanismo no es adecuado para financiar las inversiones y tampoco resuelve, en el caso de los créditos a la exportación, el problema de acceso al crédito de las empresas de menor porte. En principio, se puede considerar la necesidad de adoptar simultáneamente las dos alternativas: (i) mecanismo de ecualización de tasas de intereses para las financiaciones transferidas por el mercado y (ii) financiaciones públicas transferidas directamente a proyectos de inversiones volcadas al aumento de la oferta exportable y a la exportación de empresas de mayor porte y bajo riesgo, pero también de empresas de menor porte, siempre que estén integradas a programas públicos de desarrollo de las exportaciones o de fomento a nuevos exportadores. Obviamente, las condiciones de las financiaciones y del mecanismo de ecualización discriminarían positivamente a favor de las empresas y sectores productores de bienes de exportación no tradicional. La segunda calificación se refiere al mecanismo de seguro de crédito a la exportación, inexistente en los tres países, pero cuyo establecimiento está previsto en el Ecuador. La principal restricción a la constitución de una empresa de seguro de crédito en estos países es la pequeña base empresarial exportadora, especialmente en los sectores, como los de manufactura, en que se utiliza el instrumento. Difícilmente sería posible viabilizar la implantación de una empresa de seguro de crédito a la exportación a partir de la base de mercado de un solo PMDER. Tanto más que lo ideal es que la empresa sea mayoritariamente privada y  tenga un socio estratégico extranjero con amplia experiencia en este mercado. Este es el modelo adoptado por  Brasil y  Chile y su implementación en los PMDER exigiría adoptar dos medidas. La primera, también adoptada en varios países donde el seguro de crédito es gerenciado por una empresa privada que en el área de riesgo político presta servicios al Gobierno, es la constitución de un Fondo de Garantía, en dólares, para cubrir los riesgos no comerciales. Al menos en Ecuador y Paraguay este Fondo se podría constituir con recursos generados por los programas de privatización y de concesión de servicios públicos a empresas privadas. La segunda medida es la formación de un pool de países, por ejemplo los tres PMDER más Perú, para negociar con un socio estratégico la implantación de una empresa de esta naturaleza. Con esto, la empresa actuaría sobre una  base ampliada de mercado, pudiéndose considerar, incluso, la posibilidad de asegurar a esta firma un monopolio temporal en el mercado ampliado para consolidar su implantación.

Es importante recordar que, tanto en el caso de los mecanismos de financiamiento público y de ecualización de tasas de intereses, como de establecimiento de una empresa regional de seguro de crédito a la exportación, la CAF –Corporación Andina de Fomento- puede desempeñar un papel de proveedor de fondos y de asistencia técnica bastante relevante.

· Implementar un programa de radical facilitación de las operaciones de exportación, volcado a reducir los costos de transacción específicamente asociados a la actividad exportadora, a través de la reducción del número de trámites administrativos, de la simplificación de procedimientos aduaneros y de la concentración en un único lugar (one-stop shop) de las actividades de los órganos que intervienen en el proceso de exportación, incluso entidades responsables de la emisión de certificados sanitarios, etc. . En Bolivia existe el SIVEX, que es, precisamente, un sistema de ventana única de exportación, pero, de acuerdo con informaciones obtenidas en el país, el sistema deja que desear, por no incluir entidades certificadoras y otras instituciones que, para ciertos sectores, tienen un papel importante a cumplir en la etapa de preembarque. En los demás países, los entrevistados hicieron varias referencias a las dificultades administrativas enfrentadas por los exportadores. Además, es importante que los órganos gubernamentales que integran el sistema deleguen  en sus funcionarios presentes en el local un poder de decisión, sin el cual la concentración de funciones en un mismo lugar tiene poca validez. Finalmente, sería interesante considerar la hipótesis de instalar, en el mismo local en que opera el sistema de ventana única, algunos prestadores privados de servicios a la exportación, principalmente los que actúan en el área de logística. Evidentemente, los prestadores de servicios tendrían que someterse a una licitación pública, siendo elegidos en función de la propuesta de oferta de servicios y de los precios que se cobrarían a los usuarios. Con ello, aumentan las probabilidades de atraer proveedores de servicios especializados a la exportación, en la medida en que los elegidos se beneficiarían de una reducción de sus costos de entrada en el mercado.

En la misma dirección, deberían adoptarse los procedimientos necesarios para agilizar la devolución de los impuestos domésticos a los exportadores y para simplificar y ampliar el objetivo de los regímenes especiales de importación temporal de bienes y servicios a incorporar a productos de exportación. Es fundamental que los exportadores directos e indirectos se beneficien del régimen de libre comercio para sus importaciones. Estos regímenes existen en los PMDER, a través del mecanismo de drawback y de las Zonas Francas Industriales o del Régimen de Maquila de Exportación, pero –al contrario de lo que ocurrió en los países centroamericanos del Caribe y en México- no fueron capaces de atraer inversiones y de generar nuevas exportaciones. Sería importante tener, a partir de la comparación entre el modelo adoptado en los países caribeños y centroamericanos y el implantado en los PMDER, un diagnóstico detallado de las dificultades legales y reguladoras que traban el desarrollo de este tipo de mecanismo en estos últimos, eliminando eventuales desestímulos a la implantación de empresas bajo estos regímenes y haciendo de estos mecanismos un activo importante para atraer inversiones externas dirigidas a la exportación. El Programa de Importación Temporal para Exportación (PITEX), implantado por México, es un buen ejemplo de mecanismo que podría implantarse en estos países. El PITEX es un mecanismo a través del cual los exportadores directos e indirectos disfrutan, en sus operaciones de ventas externas, de un régimen amplio de libre comercio; permite no solamente la exoneración del arancel, sino también la del IVA aplicable sobre las importaciones de materias primas, partes, componentes, máquinas y equipamientos, material para embalaje, etc. .

Este Programa fue creado en 1985 y reformado en 1990 y 1995, cuando pasó a incluir, entre sus potenciales beneficiarios, a los exportadores indirectos. Además, las empresas inscritas en este Programa fueron autorizadas a expedir las constancias de exportación, documento comprobatorio de las exportaciones indirectas, que viabiliza la desburocratización del sistema de ventas a exportadores directos sin incidencia del Impuesto sobre el Valor Agregado (IVA).

Para gozar de los beneficios del PITEX, el productor debe cumplir ciertos requisitos mínimos de exportación. Genéricamente, estos requisitos son la exigencia de que la empresa, la planta o el proyecto  beneficiado exporte, por lo menos, el 10% de su producción. Los titulares de un programa PITEX pueden vender en el mercado doméstico hasta el 30% del valor de los productos elaborados con los bienes importados. En este caso, el titular tendrá que pagar los aranceles  aduaneros que correspondan a  los insumos importados.

· Definir una estrategia inteligente y selectiva de atracción de nuevas empresas para la actividad  exportadora, que, en alguna medida, equivaldrá a adoptar una política para integrar, en forma permanente, pequeñas y medianas empresas a la exportación. No se trata de fijar a priori  como objetivo “traer las pequeñas y medianas empresas a la exportación”, meta genérica y poco focalizada,  lo que significa decir, destinada a no alcanzarla. Se trata de aumentar la densidad empresarial del sector exportador, hoy excesivamente concentrado en los PMDER, integrando nuevos agentes a la actividad, pero buscando que esta integración se haga en forma permanente. En un trabajo reciente realizado para el Paraguay, Esser (1997) recomienda la adopción de un programa con estas características,  resaltando la importancia que, en este tipo de programa, adquieren las medidas e iniciativas dirigidas a mejorar la oferta exportable en el área de producción y para implantar en la empresa nuevos conceptos de organización de la producción y de gestión de negocios. Esser propone también que los esfuerzos para ampliar la base de empresas exportadoras se concentren en programas integrados – o sea, que contemplen el upgrading de todas las funciones de producción y comercialización de las empresas y no solamente la realización de actividades promocionales strictu sensu  - y que las firmas integradas a estos programas se beneficien de medidas de fomento, que incluyen la concesión a estas empresas de subsidios públicos para la contratación de servicios y para las inversiones requeridas. Se puede suponer que fuentes nacionales o multilaterales de cooperación técnica y económica hagan el aporte de recursos necesarios para viabilizar el desarrollo de este tipo de programa. El proyecto BIRD/MICIP ha buscado actuar de esta forma en el Ecuador, articulándose con la CORPEI en el montaje de programas sectoriales de exportación para PYMES.

En lo que se refiere específicamente a la atracción de empresas de  menor porte para la actividad exportadora, esto implica una serie de desafíos no triviales, en función de las características inherentes al universo de las PYMES. Por ello, la experiencia internacional de promoción de las exportaciones de las pequeñas empresas registra pocos casos exitosos.

En función de los fracasos registrados en diversos países en el área de promoción de exportaciones de las PYMES, tuvo lugar una amplia reorientación de los esfuerzos públicos y privados, principalmente en los países de la Unión Europea, con el objetivo de aumentar la efectividad de las políticas. De manera general, las principales orientaciones que se desprenden del nuevo modelo de política son las siguientes:

· Elevado grado de coordinación interinstitucional y organización de redes de agentes públicos y privados en torno a programas tailor-made;

· Capacidad para diseñar programas focalizados en grupos restringidos de empresas con características comunes, en lo que se refiere a la relación con la actividad exportadora, a la elevada capacidad de respuesta a los estímulos de los programas, a la ubicación regional y a los grupos de bienes que producen;

· Operatividad descentralizada de los programas de promoción, bajo la supervisión de los órganos coordinadores de las redes, a quienes cabe también la responsabilidad de montar y administrar el sistema de gestión de la calidad del conjunto de los programas.

· Foco central en el fortalecimiento de la capacidad de la empresa para exportar y para integrar las ventas externas y su plan de negocios: algunas de las acciones iniciales de los programas involucran el diagnóstico de la oferta de la empresa, subordinándose las iniciativas típicamente promocionales a las acciones orientadas a la superación de los problemas de oferta.

El siguiente cuadro presenta los principales componentes de los dos modelos de política de promoción de exportaciones, siendo el nuevo modelo el resultado de la evaluación crítica de los resultados de las estrategias basadas en el modelo tradicional.

Modelo Tradicional
Nuevo Modelo

Programas nacionales
Programas regionales y locales

Operación centralizada
Operación descentralizada y montaje de red de instituciones de apoyo, pero con funciones de coordinación y gestión de la calidad centralizadas.

Programas con metas y objetivos poco definidos
Programas específicos, targeted para grupos de empresas con características comunes.

Objetivo central: alcance
Objetivo central: impactos concretos y efectividad.

Foco en promoción comercial strictu sensu
Foco en la capacitación de la empresa y en el aumento y mejora de la oferta.

Subsidios directos
Provisión de servicios privados, en régimen de costo compartido

· Finalmente, dada la importancia que tiene el acceso privilegiado a grandes mercados de exportación para las inversiones orientadas a la exportación en economías pequeñas, estrategias agresivas de liberalización preferencial, sean regionales o bilaterales, tienden a tener un papel relevante en el establecimiento de un ambiente de negocios pro-exportador. Esto significa que, para estas economías, la estrategia de negociaciones comerciales debe estar orientada fundamentalmente a maximizar las oportunidades de exportación, suplantando tal prioridad a los eventuales objetivos de mantener el mercado doméstico relativamente protegido. Los acuerdos amplios de libre comercio con mercados grandes y, si es posible, cercanos geográficamente, tienden a desempeñar esta función. 

5.3   La implementación de una política de promoción de IDE de segunda generación

Un aspecto que llama la atención en el análisis de la experiencia reciente de los PMDER en el área de promoción de inversiones externas, es el hecho de que todos ellos hayan introducido importantes modificaciones en sus regímenes de inversiones, eliminando restricciones horizontales al capital extranjero y concediendo a los inversores externos un tratamiento nacional. La liberalización del régimen de inversión fue más profunda en Bolivia que en los otros dos países, donde aún existen restricciones sectoriales que impactan, entre otros, a sectores suministradores de servicios de infraestructura. Sin embargo, a pesar de esta diferencia, lo que prevalece es la dirección del cambio –la liberalización- y la adopción, en todos estos países, de un conjunto  de medidas e iniciativas que concretan lo que se podría denominar, a la luz de la experiencia internacional, reformas de primera generación del régimen de inversiones externas.

Forman parte de estas reformas de primera generación, además de la liberalización del marco regulador general, la firma de acuerdos bilaterales de promoción y de protección de inversiones, la suscripción de convenios creando mecanismos internacionales de garantía a los inversores o de solución de controversias entre inversores y Estados (MIGA y CIADI, respectivamente), la realización de esfuerzos promocionales centrados en mejorar la imagen-país (marketing del país) y la creación de agencias públicas o semi-públicas de promoción de inversiones, encargadas, en los tres países, también de la promoción de exportaciones.

Dentro de los PMDER se difunde la idea de que la atracción de inversiones externas requiere actualmente la adopción de medidas que concretarían un conjunto de reformas de segunda generación en esta área de política. ¿Cuáles son los componentes de este conjunto?

En primer lugar, la mejora del ambiente de negocios que los inversores externos encuentran en estos países, ya no a través de la liberalización del marco regulador general aplicable a las IDE, sino de medidas que reduzcan los altos costos de transacción aún enfrentados por los inversores para instalarse y para operar, costos que están ligados, ya sea a la implementación ineficiente de la legislación no discriminatoria aplicable a las IDE, sea a la corrupción o incluso a la existencia de reglas generales y de códigos que elevan el costo de negociar en estos países. El informe de la FIAS (1998) para el caso boliviano es revelador de las dificultades burocráticas y administrativas que enfrenta el inversor, a pesar de los notables progresos realizados en el campo de las políticas aplicables a las IDE en los últimos años. En gran parte, estas distorsiones no afectan solamente a los inversores externos, sino a los inversores nacionales, de tal forma que la agenda aquí está bastante cercana a la identificada en la sección 5.1. En rigor, ellas afectan relativamente más a inversores domésticos y externos de pequeño y mediano porte, una vez que las grandes firmas transnacionales son capaces de diluir este tipo de costos en sus gastos totales sin mayores dificultades.

En segundo lugar, el fortalecimiento institucional de las agencias creadas en los PMDER para hacer la promoción de inversiones. Ya se destacó la carencia de recursos y la fragilidad institucional de estas agencias, con excepción tal vez de la CORPEI, dotada de una fuente original y renovable de financiación. En Bolivia y Paraguay hay una nítida carencia de recursos financieros y organizativos en las agencias, que se traduce en un empowerment insuficiente para que éstas puedan desempeñar adecuadamente las funciones que les fueron atribuidas. En el Paraguay, la agencia de promoción de inversiones y de exportación parece ser el epicentro de un conflicto permanente entre dos Ministerios. Es fundamental que estas agencias sean dotadas de condiciones económicas, pero también organizativas para desempeñar a satisfacción sus funciones. Es particularmente importante que, encargadas de desempeñar las funciones de promoción de inversiones y exportaciones, ellas estén en condiciones de hacerlo efectivamente. Se debe registrar que, en la visión de la FIAS (1995), este desafío no es trivial y que la recomendación-patrón de este organismo enfatiza la necesidad de separar institucionalmente las dos funciones, destinándolas a organismos diferentes, bajo pena de que la promoción de exportaciones “expulse” la de inversiones. Sin  embargo, conforme a la propia FIAS, “en países pequeños, el objetivo de aumentar el valor de las exportaciones puede ser mejor atendido por una agencia que promueva la IDE en actividades orientadas a la exportación. El objetivo es aumentar exportaciones, la actividad de la agencia es promover las inversiones y el resultado es mayores IDE y más exportaciones”. El caso de las Islas Mauricio es citado como ejemplo de que las dos funciones pueden convivir en la misma institución, a condición de que la actividad de promoción de inversiones esté orientada por el objetivo central de diversificar las exportaciones.

En tercer lugar, la profundización de los programas de promoción que deben ir más allá del marketing del país para buscar “coordinar la oferta de los activos inmuebles de un país con las necesidades específicas de inversores – objetivo” (UNCTAD, 1999ª). Esto significa, por un lado, la implementación de estrategias de atracción de inversiones focalizadas en determinados sectores exportadores, o con potencial exportador, y en determinados países de origen de posibles inversores o incluso en determinadas empresas específicamente identificadas. La estrategia de investor targeting  propuesta recientemente por la UNCTAD fue aplicada por algunas economías pequeñas como Costa Rica, Singapur e Irlanda, siendo evaluada positivamente en los tres casos. Es importante decir que, en los tres casos, los llamados “activos creados” existentes en los países huéspedes, como mano de obra educada y calificada, regímenes reguladores altamente favorables a la exportación y elevada capacitación institucional del sector público, desempeñaron un papel importante para atraer las IDE e hicieron más fácil la tarea de targeting. En los PMDER,  estos activos están por crearse, pero estos países no tienen elección en esta área: crear los activos estratégicos, que son esencialmente institucionales/organizativos y reguladores, es un requisito esencial para aumentar la atractividad de la economía para las inversiones externas.

En Ecuador  y Bolivia hay propuestas de implementación de programas de promoción de inversiones focalizadas en sectores, productos y en países de origen de los inversores, pero es importante tener claro que los requisitos organizativos y financieros para llevar a cabo tales programas son bastante elevados. Dados estos requisitos, un estudio de la FIAS (1995) para el Gobierno brasileño sugirió que los esfuerzos de targeting fueran inicialmente concentrados en una sola región de origen de las inversiones.

En la medida en que los esfuerzos de promoción están más focalizados (incluso sectorialmente) ellos deben tener como una de sus principales referencias las prácticas y las políticas de atracción de los países de la ALADI que compiten  con los PMDER, para traer IDE. Esta visión de permanente benchmarking no estaba presente en la primera generación de iniciativas adoptadas por los PMDER para atraer inversiones, pero ella se vuelve central cuando los esfuerzos de atracción cambian de techo –incluso en términos de recursos financieros- y se vuelven más focalizados. En este proceso, los PMDER deberán considerar incluso la necesidad de recurrir a instrumentos de atracción de IDE que impliquen algún costo fiscal para el Estado, como incentivos tributarios y financieros. Con excepción del Paraguay, esta idea parece haberse eliminado del recetario de política de los PMDER, pero la hipótesis de concesión de incentivos a los inversores debe ser seriamente considerada, a la luz de las prácticas de competencia adoptadas en otros países.

Finalmente, en cuarto lugar, el desempeño, por parte de las agencias de promoción de inversiones, de funciones de investor servicing y de tareas de after care del inversor atraído al país,  que puede revelarse especialmente relevante para los PMDER, dada la vigencia en estos países de altos costos de transacción para el establecimiento y la entrada en operación de una empresa. Aunque el desempeño de estas tareas por las agencias de promoción de inversiones no sustituya la necesidad imperiosa de reducir estos costos de transacción mediante el mejoramiento del marco institucional de negocios (conforme fue expresado anteriormente), él puede, a corto plazo, reducir sustancialmente los costos de entrada del inversor extranjero, protegerlo de la ineficiencia administrativa y de la corrupción y acelerar los plazos de tramitación de documentos, de obtención de permisos, etc. . El establecimiento, en la agencia de promoción de inversiones, de un sistema de ventana única del inversor, a semejanza de lo que se propuso para el exportador, puede ser un poderoso facilitador de la implementación de esta recomendación.
5.4   El desarrollo de la oferta de servicios directa e indirectamente     orientados a la exportación

Este item reúne, en realidad, dos áreas de política: la que se refiere al suministro de servicios de infraestructura pública –que pueden tener importantes impactos indirectos sobre la actividad exportadora y su rentabilidad- y la que involucra la oferta de servicios de diversos tipos directamente a las empresas exportadoras.

Son diversos los desafíos de política colocados en las dos áreas. En el área de servicios de infraestructura física, el tema central para atraer inversiones es la creación de un marco regulador capaz de asegurar al inversor privado un grado elevado de protección del capital invertido y una tasa de rentabilidad razonable. Estas condiciones pueden obtenerse a través de la privatización de los activos públicos o de la concesión de la operación de ciertos servicios públicos a la iniciativa privada, pero en ambos casos es esencial la calidad jurídica del marco regulador y de los contratos, así como el establecimiento de agencias reguladoras independientes para supervisar la operación de estos servicios en la etapa de postprivatización. El ejemplo de Bolivia, el país que más avanzó en este terreno, es importante: el descontento expresado por algunos inversores externos que actúan en servicios de infraestructura acentúa la importancia de la actuación independiente y despolitizada de las agencias reguladoras, al mismo tiempo en que muestra  cuan real es el riesgo de que, una vez que se atrajo la inversión externa, no se cumplan ciertas reglas contractuales o se produzca una precoz  “obsolescencia reguladora”  (Moran, 1998) de las reglas negociadas en la etapa de pre-privatización, bajo el impacto de presiones políticas y otras.

Para los exportadores –y sobre todo para los de menor porte o los principiantes- la oferta adecuada de servicios de infraestructura es fundamental en los PMDER. De hecho, una característica común (y sobradamente conocida) de los tres países es la insuficiencia y la mala calidad de la infraestructura de transportes y de comunicaciones, que comprometen a priori cualquier esfuerzo de diversificación de la pauta exportadora. Esto significa que, dado el bajo dinamismo de los inversores públicos en los tres PMDER, la atracción de inversiones privadas, incluso externas, para los sectores ofertantes de estos servicios es para las empresas exportadoras. Sin embargo, para éstas, la entrada de inversores privados en estas actividades no debe implicar un aumento de costos que supere las ganancias de productividad proporcionadas por el aumento y la mejora de la oferta de los servicios de infraestructura. Muchas veces, para atraer inversores privados y obtener precios elevados por sus activos colocados a la venta, los Gobiernos garantizan a los inversores una tasa de retorno elevado y reglas de establecimiento de precios que se traducen en un aumento real de costos para los usuarios. Algunas veces, estos aumentos de costos se verifican  en forma independiente de la realización por los nuevos operadores de inversiones de ampliación y mejora, significando que los usuarios no tienen ni siquiera cómo compensar sus costos más elevados con el aumento de la productividad al mover las mercaderías, al transmitir de informaciones y datos, etc.  .

Por lo tanto, para los exportadores, la atracción de inversiones privadas, incluso externas, para los sectores de infraestructura debe realizarse en un marco regulador que garantice el respeto a sus intereses. Esto involucra inicialmente los términos de los contratos de privatización o concesión, y a continuación el funcionamiento adecuado de las agencias públicas de regulación y supervisión y finalmente la vigencia de una política eficaz de competencia y la actuación de las instituciones encargadas de implementarla.

En el área de servicios directos a las empresas exportadoras, los temas de políticas son, desde el punto de vista del interés de este trabajo, bastante diversos. Aquí no existen los riesgos de que las inversiones externas impliquen aumentos de costos para los exportadores. Como máximo, la entrada de inversores en algunos de los sectores de servicios a la exportación tiene impactos heterogéneos en el sector, beneficiando algunas grandes empresas tradicionalmente exportadoras o un resultado final neutro, desde el punto de vista del sector exportador.

Es lo que parece estar sucediendo en el sector de servicios financieros, donde la liberalización del acceso al mercado doméstico de los PMDER atrajo inversores externos, pero el cambio en la composición de la oferta no parece haber tenido ningún impacto significativo sobre las condiciones de acceso de gran parte de las empresas al crédito para inversión y para exportación.

Este tema fue suficientemente tratado en las secciones 5.1 y 5.2, pero a esta altura es importante hacer el registro, dado que los servicios financieros constituyen seguramente uno de los más importantes servicios a la exportación y en los problemas de acceso al crédito competitivo se concentra buena parte de las dificultades de las empresas involucradas en proyectos capaces de generar la diversificación de exportaciones.

En los demás sectores de prestación de servicios a la exportación, la característica central de la oferta en los PMDER es su bajísimo grado de desarrollo. Hay un círculo vicioso entre oferta incipiente y baja demanda, de tal forma que difícilmente se puede concebir el desarrollo de los mercados de estos sectores sin algún tipo de apoyo público. Son bastante utilizados en diversos países mecanismos de fomento, incluso con componente de subsidio –en régimen de cost sharing- a la contratación de servicios especializados por empresas exportadoras o que participan en programas de capacitación empresarial con vistas a exportar. En otra subsección de este trabajo se sugirió que se redujeran los costos de entrada y de operación de empresas prestadoras de servicios a la exportación, colocando alguno de estos operadores –seleccionados a través de licitación- en las áreas en que funcionara el sistema de ventana única de exportación.

Además, en ausencia de demanda por servicios de comercialización externa, es posible fomentar la oferta, incentivando el surgimiento de empresas de comercialización internacionales, a través del establecimiento de un régimen tributario favorecido para este tipo de empresas, el cual estimularía su actuación como consolidadora de exportaciones de PYMES, incapaces por sí solas de concretar operaciones de  exportación.

Entre los mecanismos para fomentar la oferta de servicios a la exportación, es interesante examinar la posibilidad de adoptar en los PMDER mecanismos equivalentes al PITEX –Servicios (Programa de Importación Temporal para Exportación – Servicios), implementado en México y que viabiliza la importación temporal (libre de impuestos) de máquinas y equipamientos que se utilizarán en la prestación de diversos servicios asociados a las exportaciones: carga, descarga y estiba en puertos marítimos, ingeniería de procesos industriales, design, reparación de barcos, containers, estructuras, tanques y calderas, etc. . Para tener acceso a este Programa, las firmas prestadoras de servicios deben facturar por lo menos el 50% de sus ingresos anuales a empresas exportadoras de bienes manufacturados beneficiadas por el régimen de maquila o por el Programa PITEX o, incluso, registradas como Empresas de Comercio Exterior.

6.   Consideraciones finales

A lo largo de este informe se fueron presentando varios elementos de conclusión. En particular, se evaluaron en forma crítica y se calificaron las hipótesis que motivaron la ejecución del Proyecto y que se refieren a la baja participación de los PMDER en los flujos recientes de IDE dirigidas a los países de la ALADI y a la relación  entre flujos de inversiones externas y aumento y diversificación de la oferta exportable. Estas conclusiones sirvieron de insumo para las recomendaciones hechas en la sección 5 y no se trata aquí de repetirlas. Sin embargo, merecen ser enfatizados tres puntos, como comentarios finales, incluso corriendo el riesgo de ser repetitivos.

En primer lugar, se hace referencia, en diversos pasajes del trabajo, a la necesidad de construir un consenso político entre los sectores público y privado, en torno a la prioridad estratégica de las exportaciones y de las IDE en un nuevo modelo de crecimiento. Es esencial una visión de futuro compartida por los principales agentes económicos y actores sociales y políticos y es igualmente importante resaltar que este consenso no surgirá espontáneamente, pero deberá ser inducido por el Estado en los PMDER. De hecho, cabe al Estado actuar en este sentido, antes que nada indicando permanentemente al sector privado  que estrategias empresariales de rent seeking o pautadas por otros criterios que la búsqueda de competitividad internacional fijarán para los empresarios que las persiguen, alto coeficiente de riesgo y no encontrarán respaldo en la actuación gubernamental. Es sobre esta base que políticas y estrategias como las recomendadas en la sección anterior podrán tener eficacia, atraer nuevos actores económicos para los PMDER e incentivar, entre el empresariado local, nuevos comportamientos volcados a la competitividad y a la innovación.

En segundo lugar, nunca está demás resaltar la importancia de la dimensión empresarial para la adecuada implementación de las políticas aquí sugeridas. Como se observó, las carencias de los PMDER en la atracción de inversiones se relacionan sobre todo a deficiencias de orden institucional y a la fragilidad del sector empresarial local. La literatura sobre IDE identifica en la existencia de “activos creados” en países huéspedes de las inversiones un importante factor de atracción, especialmente de inversiones intensivas en tecnología y generadoras de bienes de alto valor agregado. Como la experiencia internacional demuestra, estos activos creados son esencialmente instituciones o recursos generados por la capacitación institucional de los sectores público y privado.

En tercer y último lugar, de las políticas recomendadas en la sección anterior,  las más importantes para los objetivos de este Proyecto son las que se refieren (i) a la creación de un ambiente de negocios favorable a la inversión productiva y a la producción local (sección 5.1.) y (ii) al fomento de la diversificación de la pauta exportadora (sección 5.2.). Sin la implementación de estas políticas, es poco probable que las iniciativas de atracción de IDE, directa o indirectamente orientadas a la exportación, tengan éxito y que los intereses del sector exportador sean tomados en cuenta en la regulación de la oferta privada de servicios de infraestructura.
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